
La violencia contra las mujeres, reco-
nocida desde 1993 como una violación a 
los derechos humanos en la II Conferencia 
mundial de Derechos Humanos celebrada 
en Viena, continúa siendo un grave proble-
ma en nuestra realidad latinoamericana. A 
pesar de los importantes logros en materia 
normativa legal, tenemos  graves falen-
cias para su operatividad y efectividad. 
CLADEM-Perú, Coordinadora de la Mujer 
de Bolivia, ASPEm y Demus nos muestran 
en esta separata una importante reflexión 
acompañada de propuestas sobre tan 
compleja temática, desde el pensamiento 
de importantes activistas – académicas de 
los derechos humanos.

Marisol Fernández, integrante de 
CLADEM-Perú, analiza la ley mexicana 
de acceso de las mujeres a una vida libre 
de violencia, comparándola con nuestra 
casi quinceañera Ley 26260, destacando 
la perspectiva de género de la aludida ley 
mexicana y las diversas expresiones de la 
violencia, sus tipos y modalidades, para 
finalmente cerrar con un siempre latente 
problema: la violencia psicológica.

Desde CLADEM-Brasil, un caso que 
marcó historia sobre la violencia contra 
las mujeres y que finalmente se plas-
mó en una ley, es recogido por  Valeria 
Pandjiarjian, quien nos muestra las 
bondades de la reciente ley 11.340/2006 
conocida como “Ley Maria Da Penha”; 
nos habla del contexto en el que se dio 
y su proceso, destacando los principales 
aspectos e innovaciones y sobre todo 
los desafíos que nos plantea para seguir 
luchando contra la violencia para hacer 
realidad los objetivos de la Convención 
de Belém Do Pará.

Magali Chávez, integrante del Cen-
tro de Promoción de la Mujer Gregoria 
Apaza, institución afiliada a la Coordina-
dora de la Mujer de Bolivia, nos invita a 
reflexionar sobre la violencia en la familia 
o violencia doméstica y la necesidad de 
una ley que proteja a las mujeres, se-
ñalando las ventajas de la Ley 1674; sin 
embargo, a partir de su aplicación nos 
lleva a reconocer un tema reincidente 
en América Latina: la ineficacia de la ley 
por incumplimiento y falta de efectivi-
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dad del sistema para su aplicación. Recoge 
la propuesta de varias instancias civiles y 
privadas organizadas a través de la Mesa 
boliviana impulsora del anteproyecto de ley 
integral contra la violencia hacia la mujer 
que plantea la necesidad de una ley contra 
la violencia hacia las mujeres.

A través de un análisis político María 
Ysabel Cedano nos encamina, para el caso 
peruano, en el análisis de la Ley 26260, 
enfatizando sus avances y dificultades con 
el ánimo de transitar de una ley contra la 
violencia familiar a una contra la violencia 
de género, recogiendo de la aplicación de 
esta vigente ley los insumos para esta pro-
puesta. Invitando y desafiando al Estado a 
enfrentar la violencia como un problema de 
derechos humanos y a desarrollar políticas 

de igualdad, de derechos sexuales y acce-
so a la justicia para prevenir la amenaza o 
vulneración del derecho a una vida libre de 
violencia.

Desde CLADEM-Perú, ASPEm, Coor-
dinadora de la Mujer - Bolivia y Demus 
celebramos e invitamos a leer esta separata 
como un insumo necesario para retrabajar 
la problemática de la violencia contra las 
mujeres en nuestra región.

Patricia Zanabria, Coordinadora CLADEM-
Perú
María Zevallos, Directora ASPEm
Katia Uriona, Secretaria Ejecutiva Coordina-
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María Ysabel Cedano, Directora Demus
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Comentarios a la ley mexicana de acceso de las 
mujeres a una vida libre de violencia1 

Marisol Fernández Revoredo2 

Así pues, 
pretendemos a 
través de la 
siguiente 
exposición hacer 
una descripción 
y algunos 
comentarios de 
la Ley General 
de Acceso de las 
Mujeres a una 
Vida Libre de 
Violencia 
promulgada en 
febrero de 2007 
en México en 
lo que respecta 
a los conceptos 
que ésta recoge.

Han transcurrido 14 años desde que se 
promulgó en el Perú la Ley 26260, norma 
que aborda el tema de la violencia familiar.  
En su momento fue muy saludada por el 
movimiento de mujeres dado que por prime-
ra vez en nuestro país se establecían linea-
mientos de políticas públicas para enfrentar 
este grave problema social así como se deli-
mitaban las competencias de las autoridades 
involucradas y los mecanismos específicos 
con que podían contar las víctimas para la 
defensa de sus derechos. No obstante este 
paso hacia adelante, también se cuestiona-
ron algunas disposiciones específicas como, 
por ejemplo, la utilización del mecanismo de 
la conciliación entre víctima y agresor, la no 
inclusión de determinados tipos de relacio-
nes familiares que no se encontraban com-
prendidas dentro del concepto de violencia 
familiar, entre otros.

En el tiempo trascurrido desde la promul-
gación de la mencionada Ley hasta la fecha, 
se han dado importantes modificaciones de 
la referida norma; no obstante ello, tam-
bién se ha generado un cúmulo de críticas 
y diagnósticos poco favorables, de lo que 
verdaderamente se ha conseguido para las 
víctimas de violencia familiar, así como de lo 
avanzado hacia la erradicación de ésta. Y es 

que, a una norma con algunas deficiencias, 
se suma un sistema de justicia con operado-
res con poca capacitación en esta problemá-
tica y que no resuelven los casos con criterios 
constitucionales y de derechos fundamenta-
les, así como la ausencia de voluntad política 
para llevar a cabo políticas para abordar este 
problema social.

En este contexto es indispensable que se 
vayan dando pasos hacia la construcción de 
un consenso en las fórmulas para erradicar la 
violencia familiar y la violencia contra las mu-
jeres, de cara a establecer propuestas sobre 
cómo revertir el estado actual de las cosas 
en esta materia. En esa línea es importante 
observar qué viene pasando en América La-
tina, pues los resultados de esta observación 
pueden ser insumos que ayuden a la tarea 
de construir una propuesta.

Así pues, pretendemos a través de la si-
guiente exposición hacer una descripción y al-
gunos comentarios de la Ley General de Acce-
so de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 
promulgada en febrero de 2007 en México en 
lo que respecta a los conceptos que ésta re-
coge (en adelante nos referiremos a esta ley 
como “la Ley mexicana”).  Esta es de observan-
cia general para la República de México y crea 
un marco de actuación para la Federación, las 

1 Exposición presentada en reunión de trabajo convocada por CLADEM-Perú. (noviembre de 2007).
2 Abogada. Profesora Asociada del Departamento Académico de Derecho. Integrante de CLADEM - Perú.
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entidades federativas y los municipios. Su ob-
jetivo es la prevención, sanción y erradicación 
de la violencia contra las mujeres.

Un primer comentario general que nos 
suscita la lectura de la ley mexicana tiene 
que ver con la existencia –a grandes rasgos– 
de dos opciones de legislación en materia 
de violencia de género que se han venido 
dando en América Latina. La primera ha 
sido la de formular normas específicas para 
las distintas dinámicas bajo las que se da la 
violencia contra las mujeres: en la familia, lla-
mándola violencia familiar o doméstica; en el 
trabajo o la escuela, llamándola hostilización 
sexual, etc. La segunda, más bien, supone la 
formulación de un marco normativo general 
sobre violencia contra las mujeres o violencia 
de género, dentro del cual se contempla una 
amplia gama de dinámicas violentas éste es 
el caso mexicano con la reciente Ley de fe-
brero del año pasado.  

Somos de la opinión que en el caso pe-
ruano, se debe evaluar la pertinencia de 
uno u otro camino. No obstante ello, cree-
mos que una de las ventajas de formular un 
marco normativo general sobre violencia de 
género, permite evidenciar las causas estruc-
turales de la violencia contra las mujeres y en 
consecuencia una adecuada comprensión de 
sus diferentes formas de manifestarse, según 
los espacios en los que ocurre, los actores 
involucrados, etc. La formulación de la Ley 
mexicana es ilustrativa de esta ventaja, como 
se podrá apreciar a continuación.

1.-  Principios rectores de políticas 
 públicas

En el artículo 4 la mencionada Ley enun-
cia cuatro principios rectores de la formula-
ción e implementación de las políticas públi-
cas para abordar la violencia contra la mujer. 
Estos son: la igualdad jurídica entre varón y 
mujer; el respeto a la dignidad humana de 
las mujeres; la no discriminación y la libertad 
de las mujeres.

Esto que parece algo meramente decla-
rativo es fundamental para encuadrar las 
políticas de Estado en materia de violencia 
de género en el marco de los derechos hu-
manos y no distorsionar los enfoques de 
corte familista u otros que pudieran afec-
tar los derechos individuales de las muje-
res, cuestión que por ejemplo ocurre hoy 
en el Perú.

2.- La perspectiva de género de la Ley

 Como se infiere de lo anterior, el pro-
blema de la violencia familiar, el acoso en el 
trabajo, la violación sexual, etc., puede ser 
abordado desde diferentes perspectivas o 
enfoques. De tal modo que contar con una 
ley que aborde estas problemáticas no im-
plica necesariamente que se reconozca al 
género como la causa estructural de la vio-
lencia que sufren las mujeres. Cuando una 
ley aborda la violencia contra éstas, o como 
lo hace la mexicana que trata del “derecho 
de las mujeres a una vida libre de violen-
cia”, se acerca mucho más a contar con 
una aproximación de género, dado que 
conlleva a un reconocimiento implícito de 
que las mujeres por su condición de tales 
son víctimas de las violaciones a sus dere-
chos humanos.

Lo interesante del caso mexicano es que, 
además, asume de manera expresa una pers-
pectiva de género y la define en una de sus 
disposiciones (artículo 5 numeral IX) como: 
“una visión científica, analítica y política sobre 
las mujeres y los hombres. Se propone elimi-
nar las causas de la opresión de género como 
la desigualdad, la injusticia y la jerarquización 
de las personas basadas en el género. Pro-
mueve la igualdad entre los géneros a través 
de la equidad, el adelanto y el bienestar de las 
mujeres; contribuye a construir una sociedad 
en donde las mujeres y los hombres tengan el 
mismo valor, la igualdad de derechos y opor-
tunidades para acceder a los recursos econó-
micos y a la representación política y social en 
los ámbitos de toma de decisiones”.

Somos 
de la 
opinión 
que en 
el caso 
perua-
no, se 
d e b e 
evaluar 
la perti-
nenc ia 
de uno 
u otro 
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Que una ley sobre violencia adopte una 
perspectiva de género es de suma importan-
cia porque reconoce que aquella es el resul-
tado de las construcciones sociales y cultu-
rales de varones y mujeres, así como de las 
relaciones jerarquizadas que estas producen 
y en las que las mujeres terminan perdiendo.  
En consecuencia, el reconocimiento de las 
causas traza la línea que debe seguir inte-
gralmente la ley.

Otro concepto que recoge la Ley materia 
de comentario y que se corresponde con la 
perspectiva de género, es el de empodera-
miento (artículo 5 literal X) el cual es definido 
como “…un proceso por medio del cual las 
mujeres transitan de cualquier situación de 
opresión, desigualdad, discriminación, ex-
plotación o exclusión a un estadío de con-
ciencia, autodeterminación y autonomía, el 
cual se manifiesta en el ejercicio del poder 
democrático que emana del goce pleno de 
sus derechos y libertades”.

3.- La violencia contra la mujer y sus 
diferentes rostros

La Ley enuncia un concepto de violencia 
contra la mujer bastante amplio que, si bien 
va por la línea trazada por la Convención de 
Belém do Pará3, la supera al contemplar de 
manera expresa el daño patrimonial y eco-
nómico que pueden sufrir las mujeres como 
consecuencia de algunas acciones u omisio-
nes. Esta inclusión nos parece muy positi-
va, si se tiene en cuenta que los operadores 
de los sistemas de justicia latinoamericanos 
suelen adherirse a prejuicios y valores sexis-
tas que los llevan a interpretaciones de las 
normas contrarias al respeto de los derechos 
fundamentales de las mujeres. Un ejemplo 
de ello es lo que ha venido ocurriendo en el 

caso peruano con el tema de la conciliación 
en casos de violencia familiar o la interpre-
tación de lo que se entiende por violencia 
psicológica.   

La Ley mexicana desarrolla el concepto 
de violencia contra la mujer bajo dos ejes: 
tipos de violencia (artículo 6) y modalida-
des (artículos 7,10,16,18 y 21). Se podría 
decir que bajo el primer eje diferenciador 
–tipo– se ha tomado como referencia los 
diversos daños que pueden sufrir las víc-
timas. Así, la ley enumera la violencia psi-
cológica, física, patrimonial, económica y 
sexual, dejando la lista abierta a contem-
plar otras análogas.

Respecto del segundo eje diferencia-
dor  –modalidades– lo que se ha tomado en 
cuenta como criterio es el lugar o ámbito en 
el que ocurre la violencia, de tal modo que la 
ley presenta la siguiente clasificación: violen-
cia familiar, violencia laboral/docente, violen-
cia en la comunidad; violencia institucional y 
violencia feminicida.

3.1. Las modalidades de violencia

En relación a las modalidades de violencia 
enumeradas por la Ley mexicana nos parece  
importante destacar lo siguiente:

- La conceptualización que la Ley hace de 
la “Violencia en la Comunidad” y la “Vio-
lencia Institucional”. En cuanto a la primera, 
ya se encuentra mencionada de manera ge-
neral en la Convención de Belém do Pará4; 
sin embargo, la Ley mexicana la define como 
actos de trasgresión individual o colectiva a 
los derechos de las mujeres, propiciando su 
denigración, discriminación, marginación o 
exclusión en el ámbito público.

Asimismo, en lo que respecta a la “Violen-
cia Institucional”, la norma establece que es 
la perpetrada por el Estado cuando los servi-

3 “Artículo 1: Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su 
género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico, tanto en el ámbito público como privado”.

4 “Artículo 2: Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica: b) que tenga lugar en la comuni-
dad y sea perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución 
forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo; así como en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro 
lugar”.
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ocurran transgresiones a los derechos de las 
mujeres, por ejemplo las cárceles o las fuer-
zas armadas.

3.2. La violencia psicológica

La violencia psicológica es, desde luego, 
un tema bastante problemático cuando se 
aborda desde una perspectiva jurídica. El 
punto más álgido del problema es cuando 
un caso de violencia psicológica es llevado 
al sistema de justicia, porque normalmente 
no contamos con definiciones legales que 
nos digan lo que ésta significa y, además, 
porque el deber de probar el hecho objetivo 
y el daño producido es una barrera muchas 
veces difícil de superar. El caso peruano es 
un importante ejemplo de esta situación 
pues si analizamos precedentes judiciales 
vamos a encontrar  una disparidad de crite-
rios sobre cuándo se configura la violencia 
psicológica, así como la cuestión de la pro-
banza termina generando situaciones de 
impunidad.

 La Ley mexicana define la violencia psico-
lógica, a partir de un listado de supuestos al-
gunos de los cuales no dejan de llamarnos la 
atención debido a que se vinculan más con 
una dimensión subjetiva y que, por ello no 
han sido tradicionalmente contemplados por 
el Derecho. Los que más nos llaman la aten-
ción son: El “desamor”, la “indiferencia” y 
el “rechazo”.

Si asumimos que el Derecho tradicional-
mente no se ha pronunciado sobre tales 
aspectos porque, como lo han denunciado 
desde diferentes feminismos jurídicos, éste 
es masculino, es sexista y patriarcal, las dis-
posiciones que comentamos estarían apun-
tando a la juridificación de las vivencias y de 
las vivencias o experiencias de las mujeres 
por su condición de tales. En consecuencia, 
la norma sería una suerte de contradicción 
de este Derecho.

El problema que se nos presenta con la 
juridificación de estos conceptos es su efec-
tividad. Es decir, si alego ante un juez que 
la violencia psicológica de la que he sido 

dores públicos, por acción u omisión, discri-
minen o “tengan como fin, obstaculizar o 
impedir el goce y ejercicio de los derechos 
humanos de las mujeres así como su acceso 
al disfrute de políticas públicas destinadas 
a prevenir, atender, investigar, sancionar y 
erradicar los diferentes tipos de violencia”. 
Lo interesante de esta definición es que el 
incumplimiento del Estado en el deber de 
garantizar el ejercicio de los deberes de las 
mujeres es considerado violencia de género. 
Así, si esta definición la aplicamos al caso 
peruano, el desmantelamiento de los pro-
gramas de atención a víctimas de violencia 
familiar por parte del MINDES, coloca al Es-
tado como perpetrador de violencia de gé-
nero.

- La ley contempla la violencia laboral y 
docente, conceptos a través de los cuales re-
coge las trasgresiones a los derechos de las 
mujeres en las relaciones de trabajo o en la 
escuela, independientemente de si existe en-
tre la víctima y el agresor una relación jerár-
quica. Es decir, la violencia laboral o docente 
podría provenir tanto del jefe como del com-
pañero de trabajo; o del profesor como del 
compañero de escuela. Es importante tener 
en cuenta que dado el concepto de violencia 
contra la mujer empleado por la Ley, dentro 
de la modalidad que estamos comentando 
entran no sólo las agresiones sino cualquier 
acto de discriminación contra una mujer por 
razón de género, edad, características físi-
cas, etc. que pudieran ocurrir en el trabajo y 
en la escuela.

- La norma en cuestión también recoge los 
conceptos de hostigamiento sexual y acoso 
sexual. El primero es empleado para referir-
se a la violencia contra una mujer que está 
en una situación de subordinación, mientras 
que el segundo para referirse a una relación 
horizontal. Lo que nos parece cuestionable 
es que tanto el acoso como el hostigamien-
to, se hayan contemplado en el ámbito sólo 
educativo y laboral, pues hay otros espacios 
en los que existen claras relaciones de poder 
y, como consecuencia de ello, riesgo de que 

La Ley mexicana 
define la violen-
cia psicológica, a 
partir de un lista-
do de supuestos 
algunos de los 
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lan más con una 
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jetiva y que, por 
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tradicionalmen-
te contemplados 
por el Derecho.



víctima ha sido el desamor, ¿cómo puede 
entender el juez que se han dado actos de 
desamor y qué posibilidades tengo de pro-
barlo?  Aquí valdría la pena señalar que el 
caso debería ser resuelto desde la perspec-
tiva de la víctima y no del juzgador, pero 
ello no solucionaría del todo el problema. 
Sería interesante, al respecto, observar la 

jurisprudencia que se vaya generando so-
bre la violencia psicológica. 

En síntesis, creemos que la ley mexicana 
aporta una serie de conceptos vinculados a 
la violencia de género que son interesantes 
para generar un análisis y discusión sobre las 
maneras de encarar, desde el campo norma-
tivo, la violencia de género.

 Aquí valdría la pena señalar que el caso debería 
ser resuelto desde la perspectiva de la víctima y 
no del juzgador, pero ello no solucionar ía del 
todo el problema. Sería interesante, al respecto, 
observar la jurisprudencia que se vaya generan-
do sobre la violencia psicológica.
En síntesis, creemos que la ley mexicana aporta 
una serie de conceptos vinculados a la violencia 
de género que son interesantes para generar un 
análisis y discusión sobre las maneras de enca-
rar, desde el campo normativo, la violencia de 
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De la Ley de protección frente a la violencia 
intrafamiliar a la Ley contra la violencia de género:  
el caso peruano  

I. Introducción

El presente documento tiene como ob-
jetivo contribuir a reposicionar en el debate 
político de la región el problema de la violen-
cia contra la mujer como un problema pen-
diente a enfrentar y que no debe ser plan-
teado como igual al problema de violencia 
intrafamiliar. Asimismo, tiene como objetivo 
contribuir a reflexionar y analizar los avances 
y dificultades del proceso de legislación so-
bre la violencia contra la mujer desarrollado 
en el Perú.

II. Situación de la violencia contra la 
mujer en el Perú

La Encuesta Nacional de Salud 2004-
2005 refiere que el 40.9% de las mujeres en-
cuestadas señala haber sido agredida. Esta 
violencia afecta especialmente a las mujeres 
mayores de 18 años, que viven en ámbito 
rural y que tienen menores niveles de edu-
cación. El porcentaje de los hombres fue del 
11%.

En el 2006, en la Encuesta anual llevada 
a cabo por la Universidad de Lima en Lima 
Metropolitana, el 20.9% de las mujeres 
respondió haber sido víctima de maltrato 
físico de parte de su pareja. De otro lado, el 
31% de las mujeres reconoció a la violen-
cia familiar como el principal problema de 
la mujer en el Perú, seguido de la falta de 

educación (20%) y del embarazo no desea-
do (14%). 

Las denuncias sobre violencia sexual han 
aumentado notablemente. En el 2002, el 
Instituto de Medicina Legal del Ministerio 
Público reportó haber realizado 14,469 exá-
menes relacionados a la libertad sexual. En el 
2004, la cifra se elevó a 23,635 exámenes, lo 
que equivale a que cada 2 horas y media se 
registra una denuncia por violencia sexual. 
El índice es alto a pesar de que sólo se limita 
a las situaciones denunciadas. Sabemos que 
muchas mujeres no denuncian situaciones 
de violencia. Sólo el 21% de mujeres acu-
de a una institución a buscar ayuda mientras 
que el 79% no informa de la situación de 
violencia. 

No hay fuentes oficiales que recojan ci-
fras de otras formas de violencia contra las 
mujeres: feminicidio, abuso sexual inces-
tuoso, violencia sexual durante conflicto 
armado, aborto, embarazo y maternidad 
forzada, acoso u hostigamiento sexual, 
prostitución forzada y tráfico sexual, entre 
otras. 

En el caso del feminicidio, expresión ex-
trema de la violencia contra la mujer, en el 
2003, el estudio de DEMUS reportó 143 
casos de muerte de mujeres, lo que equi-
vale a una muerte femenina cada dos días 
y fracción. El mismo estudio señala que una 
de cada cinco mujeres asesinadas habría 
sido previamente violentada por parte de su 
homicida. Otra investigación realizada por 

1 María Ysabel Cedano García. Feminista, abogada, directora de Demus, coordinadora de CLADEM-Perú. 

María Ysabel Cedano1
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el Centro de la Mujer Peruana Flora Tris-
tán demostró que en el 88% de los casos 
la muerte fue ocasionada por una persona 
conocida de la víctima (esposos, parejas 
sentimentales, convivientes, ex convivientes 
y familiares).

III. ¿Cuál es el problema que queremos 
enfrentar? ¿Cuáles son sus causas?  
y ¿Cómo pensamos erradicarlo?

“En todos los casos existen leyes contra 
la violencia, sin embargo, se detectan gra-
ves falencias en las respuestas de los Estados 
para enfrentarla, constituyendo un incum-
plimiento de las obligaciones específicas que 
éstos han asumido con la ratificación de la 
Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer (Belém do Pará). Una de las falencias 
está relacionada con la definición del con-
cepto de violencia, que en la mayoría de los 
casos legalmente hace referencia a la violen-
cia intrafamiliar y no a la violencia contra las 
mujeres. Otras falencias están relacionadas 
con el alcance de la ley, el enfoque de las 
políticas públicas y la respuesta del aparato 
de justicia”2.  

Erradiquemos la violencia contra las mujeres 
enfrentando el patriarcado y el machismo

Desde la perspectiva feminista, la violen-
cia es una forma de ejercicio naturalizado 
del poder entendido como control, dominio 
y sometimiento basado en la desigualdad 
del poder entre las partes y en el nulo re-

conocimiento de un otro u otra como igual. 
La violencia en nuestra sociedad, responde 
a múltiples sistemas de jerarquización que 
operan retroalimentándose sexo-género, et-
nia y clase, y generan desigualdad y exclu-
sión social3.

El sistema sexo-género ha adoptado di-
versas formas de organización del poder, 
normas, instituciones, representaciones e 
imaginarios para regular la sexualidad, la re-
producción y la constitución de la identidad 
de los seres humanos y las relaciones sexua-
les, reproductivas y de poder, entre sí, por 
ejemplo el sistema patriarcal y machista. El 
sistema sexo-género también se retroalimen-
ta del sistema capitalista (ahora, capitalismo 
neoliberal) de producción, acumulación y re-
distribución basado en la explotación laboral 
y sexual, la división sexual del trabajo discri-
minatoria y excluyente que genera brechas 
salariales y niega el sistema reproductivo en 
el desarrollo social y económico y lo subor-
dina. Asimismo, el sistema sexo-género se 
sustenta mutuamente de racismo y etnocen-
trismo.

El sistema patriarcal es una forma de or-
ganización del poder en el ámbito familiar, 
social y estatal donde la autoridad y el presti-
gio recaen en los hombres y en lo masculino. 
Se considera que el patriarca o jefe de familia 
es dueño de la vida de las mujeres, las hijas 
y los hijos, sus cuerpos y sexualidad. El es-
tado patriarcal asume que tiene la potestad 
de regular las decisiones reproductivas de las 
mujeres. 

En América Latina, la expresión social 
y cultural del patriarcado es el machismo4, 

2  Barraza, Cecilia y otras. Informe regional de derechos humanos y justicia de género 2001-2004.  Articulación Regional Feminista de Dere-
chos Humanos y Justicia de Género. Setiembre, 2005. Pág. 41.

3  “Como señala Boaventura ambas categorías son dos sistemas de pertenencia jerarquizada. La desigualdad implica un sistema jerárquico 
de integración social, quien se encuentra abajo está adentro, y su presencia es indispensable. Por el contrario, la exclusión presupone un 
sistema igualmente jerárquico pero dominado por el principio de exclusión: se pertenece por la forma como se es excluido. Quien está 
abajo, está afuera. Estos dos sistemas de jerarquización social son tipos ideales, pues en la práctica los grupos sociales se introducen 
simultáneamente en los dos sistemas formando complejas combinaciones”. En: De Sousa Santos Boaventura. La Caída del Angelus Novas. 
Ensayos para una nueva teoría social y una nueva práctica política. Bogotá. Instituto Latinoamericano de Servicios Alternativos – ILSA y 
Universidad Nacional de Colombia, 2003. Págs. 125 y 126.

4  En el 2004,  Demus indagó sobre el machismo para medir la discriminación por sexo y género existente en la sociedad peruana. Un 64% 
de las mujeres entrevistadas señalaron que la sociedad era de bastante a muy machista. Cabe señalar que en este caso, el reconocimiento 
del machismo fue mayor en los niveles socioeconómicos y educativos más altos.
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conjunto de ideas sobre lo masculino y lo 
femenino, así como la sexualidad humana. 
Aquí, el machismo se retroalimenta de las 
concepciones religiosas, en particular de la 
religión católica. Entre las ideas machistas, 
están aquellas por las que se sostiene que la 
mujer es débil física  y emocionalmente por 
naturaleza, menos inteligente, cuyo cuerpo y 
sexualidad están para satisfacer el irrefrena-
ble impulso sexual de los hombres, a la par 
que niega todo deseo sexual en las mujeres: 
vírgenes asexuadas, convirtiéndolas en putas 
cuando así lo manifiestan. Otra idea funda-
mental es que la sexualidad tiene como fin 
la reproducción humana, ámbito de exclu-
siva decisión divina, y premisa por la que se 
constituye una concepción heternormativa 
de la sexualidad. Así, el sistema patriarcal y 
el machismo son sistemas discriminatorios y 
excluyentes que tienen como mecanismo de 
control, represión y sanción social la violen-
cia contra las mujeres, la que es justificada, 
legitimada y naturalizada.  

La violencia ejercida contra las mujeres 
sigue siendo un mecanismo eficaz para con-
trolar sus cuerpos, sexualidad y reproducción, 
es decir, su capacidad para constituirse en sí 
mismas, desear y gozar. Daña el proceso de 
individuación, la capacidad de confiar y de 
hacer vínculo sin repetir el círculo de la vio-
lencia. Impide o frena que desarrollemos pro-
cesos de autoconciencia, autodeterminación 
y empoderamiento. Esto se agrava en el caso 
de las mujeres indígenas rurales, andinas y 
amazónicas, afro descendientes5, lesbianas, 
amas de casa, campesinas, trabajadoras del 
hogar, trabajadoras del sector informal y con 
alguna discapacidad. Pero, la violencia con-

tra las mujeres no sólo daña individualmen-
te, también afecta el cuerpo social6: 

“La violencia contra las mujeres es una 
problemática que responde a aspectos socia-
les, culturales, económicos y políticos, que 
tienen un impacto en el psiquismo individual 
y colectivo. Se da desde la construcción de 
una feminidad desvalorizada, que parte de 
una vivencia de un cuerpo ausente y violen-
tado y una sexualidad negada al placer… 
Esta problemática no sólo afecta el mundo 
interno individual de las mujeres sino que 
evidencia un grave problema social que las 
coloca en una situación de desventaja donde 
no pueden ejercer sus derechos, limitando 
su ciudadanía…” 7.

Desde esta perspectiva, definimos el pro-
blema de violencia contra las mujeres como 
cualquier acción u omisión que tiene como 
fin controlar y dominar la vida de las muje-
res. Está basada en las relaciones de poder 
desiguales entre hombres y mujeres que se 
da tanto en el ámbito público como en el 
privado, afectando el ejercicio de sus dere-
chos y el pleno desarrollo como ser humano. 
No se circunscribe a la relación de pareja ni 
al ámbito privado. Se manifiesta de diferen-
tes de formas en todas las esferas y niveles 
sociales”8.  

Desde 1992, el Comité CEDAW, instancia 
de Naciones Unidas responsable de vigilar el 
cumplimiento de la Convención para elimi-
nar toda forma de discriminación contra la 
mujer, ha reconocido que la violencia contra 
las mujeres constituye discriminación (Reco-
mendación General 19).  

Desde 1994, la Convención Interamerica-
na para prevenir, sancionar y erradicar la vio-

5 “Hay una estrecha relación entre violencia contra las mujeres en tiempos llamados de paz y conflicto armado, en particular con la violencia 
sexual contra las mujeres rurales, indígenas y afro descendientes, y también jóvenes y niñas. Asimismo existe un vínculo innegable entre 
violencia contra las mujeres y desplazamiento”. Op. cit. Pág. 41.

6 Velázquez, Tesania (Editora). Experiencias de dolor: Reconocimiento y reparación. Violencia sexual contra las mujeres. Demus, Lima, abril, 
2007, Pág. 11.

7 Fernández, Adriana, González, Katia, Paredes, Giannina, Velázquez, Tesania. Historias de Violencia que se repiten. Grupos de Terapia: un 
espacio para ser diferente. Demus 2006. Pág. 46.

8 Aurora Vivar, ACS-Calandria, CADEP, Demus y WOMANKIND Worldwide y otras. Enfrentando la violencia contra la mujer: puntos de partida. 
Lima, noviembre del 2006. Pág. 31.
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lencia contra la mujer establece que la vio-
lencia contra las mujeres es cualquier acción 
o conducta, basada en su género, que cause 
muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o 
psicológico a la mujer, tanto en el ámbito 
público como privado (artículo 1). Los Esta-
dos parte deben “actuar con la debida dili-
gencia para prevenir, investigar y sancionar 
la violencia contra la mujer” (Artículo N 7º).

 Las preguntas que encabezan este apar-
tado han tenido dos tipos de respuestas: 
por un lado de quienes consideran que el 
objetivo es defender la familia tradicional y 
heteronormativa como base de la sociedad y 
de la institución del matrimonio civil basado 
en el concepto de matrimonio religioso cató-
lico. Asimismo, que defender el orden social, 
la sexualidad para la reproducción, la mater-
nidad como sacrificio y la heterosexualidad 
como norma, y de otro lado, quienes bus-
camos erradicar la violencia contra las muje-
res reconociendo sus diferencias enfrentan-
do el patriarcado, el machismo, el racismo, 
la lesbofobia, el capitalismo neoliberal con 
cambios de leyes y políticas que garanticen 
nuestros derechos: libertad, igualdad, justi-
cia, económicos, sociales y culturales, sexua-
les y reproductivos, así como medioambien-
tales. 

IV. De la Ley de protección frente a la 
violencia familiar (LVI) al antepro-
yecto de Ley integral contra la vio-
lencia de género (LVG), en proceso 
de elaboración

La Ley 26260 Ley de protección frente a 
la violencia familiar,  vigente desde el 24 de 
diciembre de 1993, es la primera norma para 
enfrentar la violencia al interior de la familia 
y que establece una política para enfrentar-
la. A casi 14 años de vigencia, se podría de-

cir que la norma hizo pública una violación 
de derechos humanos históricamente legiti-
mada, sin embargo, no lo trató como tal, y 
lo confinó a un proceso de naturaleza civil, 
más lento y formal que un proceso de natu-
raleza constitucional. Esta norma ha sufrido 
varias modificaciones tendientes a mejorar 
la atención a las víctimas, muchas de ellas 
propuestas por el movimiento feminista9. 
Cabe señalar que esta norma es anterior a 
la aprobación de la Convención Interameri-
cana para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra las mujeres (1994), donde 
se consagró el derecho de las mujeres a una 
vida libre de violencia en cualquier ámbito de 
la vida.

El año pasado, se inició un nuevo proceso 
de modificación de la norma por iniciativa de 
redes de lucha contra el maltrato infantil, la 
violencia sexual y la violencia familiar, confor-
mándose una Comisión en el Congreso de 
la República integrada por diversas actoras: 
congresistas, promotoras legales y de salud, 
feministas, entre otras. 

Un primer logro de este proceso de con-
certación, ha sido convencernos de que no 
se trata solo de modificar la norma de vio-
lencia familiar sino de contar con una nor-
ma contra la violencia de género. El primer 
producto es un Anteproyecto de ley integral 
contra la violencia de género, cuya primera 
versión ha recibido duras críticas de carácter 
técnico jurídico.

1. Definición, ámbitos y sujetos de protección

Según la ley 26260 y modificatorias, la 
violencia familiar es cualquier acción u omi-
sión que cause daño físico o psicológico, 
maltrato sin lesión, inclusive la amenaza o 
coacción graves, que se produzcan entre 
cónyuges, convivientes, ascendientes, des-
cendientes, parientes colaterales hasta el 

9 CLADEM-Perú, Demus y Movimiento Manuela Ramos. Informe sombra para la evaluación de la implementación de las disposiciones de la 
Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, Convención Belém do Pará. Agosto, 2007.
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cuarto grado de consanguinidad y segun-
do de afinidad; o, quienes habitan en el 
mismo hogar, siempre que no medien rela-
ciones contractuales o laborales; incluye la 
violencia sexual.

A lo largo de estos años, la aplicación de 
esta norma como medio de protección a las 
mujeres, de parte de los operadores de jus-
ticia, ha dejado mucho que desear, porque 
lo que es válido preguntarse ¿cuál es el ám-
bito o sujeto de protección? La prevención 
del daño entre las personas que sostienen o 
sostuvieron relaciones familiares o el domi-
nio y control sobre la sexualidad, el deseo y 
la voluntad de las mujeres.

En el Anteproyecto de ley, la violencia de 
género es una forma de discriminación que 
seriamente inhibe la capacidad de las mu-
jeres de disfrutar sus derechos y libertades 
sobre la base de la igualdad del varón y cuyo 
origen es la falta de poder frente al hombre 
en sus relaciones personales y sociales. Con-
templa como modalidades de violencia: la 
violencia familiar, el hostigamiento sexual, el 
abuso sexual, la violación sexual, la violencia 
por abandono y negligencia, la trata de per-
sonas, la violencia institucional y la violencia 
homicida contra las mujeres. Nótese que no 
se ha optado por hablar de femicidio o fe-
minicidio y que se reconoce por primera vez 
que el incumplimiento de parte del Estado a 
través de las y los funcionarios públicos del 
principio de debida diligencia, configura vio-
lencia institucional.

El Anteproyecto tiene como fin expreso, 
garantizar los derechos de las mujeres evitan-
do violencia o amenaza tanto en el ámbito 
público como privado tomando en cuenta las 
recomendaciones CEDAW y Belém do Pará.

Cabe señalar que mejora la norma an-
terior pero todavía no se supera una pers-
pectiva androcéntrica y heteronormativa de 
la regulación de la sexualidad, ya que la re-
ferencia de los derechos y la libertad de las 

mujeres sigue siendo con relación al varón, 
cuando las mujeres podrían autodetermi-
nar sus derechos conforme a sus deseos y 
porque circunscribe el género a hombres y 
mujeres, sin diferenciar la orientación sexual, 
por lo que no se contemplan medidas para 
casos de violencia entre lesbianas y trans, o 
de mujeres lesbianas que por la presión so-
cial  y el miedo se casan con hombres y pos-
teriormente sufren violencia.

2. Políticas 

El artículo 3 de la Ley 26260 y sus modi-
ficaciones contempla las siguientes políticas 
del Estado y la sociedad:

a) Fortalecer en todos los niveles educati-
vos, la enseñanza de valores éticos, el irres-
tricto respeto a la dignidad de la persona hu-
mana y de los derechos de la mujer, del niño 
y adolescente y de la familia, de conformi-
dad con la Constitución Política del Estado y 
los Instrumentos Internacionales ratificados 
por el Perú. 

b) Emprender campañas de difusión, con 
el propósito de sensibilizar a la sociedad so-
bre la problemática social antes señalada, di-
fundir los alcances de la presente Ley y con-
denar los actos de violencia familiar. 

c) Promover el estudio e investigación so-
bre las causas de violencia familiar y medidas 
a adoptarse para su corrección; 

d) Establecer procesos legales eficaces 
para las víctimas de violencia familiar, ca-
racterizados por el mínimo de formalismo y 
la tendencia a brindar medidas cautelares y 
resarcimiento por los daños y perjuicios cau-
sados10, así como para facilitar la atención 
gratuita en los reconocimientos médicos re-
queridos por la Policía, Ministerio Público o 
Poder Judicial. 

e) Promover la participación activa de or-
ganizaciones, entidades públicas o privadas 
dedicadas a la protección de menores, mu-
jeres y en general a los asuntos familiares, 

10 En la práctica, el resarcimiento por daños es un derecho no garantizado ni ejercido.
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para el desarrollo de labores preventivas y de 
control sobre la ejecución de medidas caute-
lares, de apoyo y tratamiento de víctimas de 
violencia y agresores. 

f) Reforzar las actuales delegaciones poli-
ciales con unidades especializadas dotándo-
las de personal capacitado en la atención de 
los casos de violencia familiar. La Policía Na-
cional garantizará que la formación policial 
incluya en la currícula y en el ejercicio de la 
carrera, capacitación integral sobre la violen-
cia familiar y su adecuada atención. 

g) Promover el establecimiento de hoga-
res temporales de refugio para víctimas de 
violencia y la creación y desarrollo de insti-
tuciones para el tratamiento de agresores, a 
nivel municipal11. 

h) Capacitar al personal policial, fiscales, 
jueces, médicos legistas, agentes de salud, 
agentes de educación y personal de las De-
fensorías Municipales, para que asuman un 
rol eficaz en la lucha contra la violencia fa-
miliar. 

Es incipiente la incorporación de nociones 
de género en la formación de jueces y juezas 
en países como Bolivia, Chile y Perú, temáti-
ca ausente del todo en los currículos de las 
carreras de Derecho (salvo limitadas excep-
ciones a través de cátedras  no obligatorias 
que imparten pocas  universidades)12… La 
administración de justicia, tanto por la des-
igualdad de trato a las juezas como por el 
trato discriminatorio que presta a las mujeres 
usuarias, es uno de los enclaves más resis-
tentes a la inclusión de nuevas perspectivas 
o miradas que contribuirían a legitimar los 
desacreditados aparatos de justicia;…”13.

El Ministerio de la Mujer y Desarrollo So-
cial (MIMDES) es responsable de coordinar 

estas acciones, viene a ser el Ente Rector de 
esta política. 

El Anteproyecto LVG no contempla li-
neamientos de políticas, sino los siguientes 
principios: derechos humanos (reafirma el 
principio de no discriminación por sexo y el 
derecho de las mujeres a una vida libre de 
violencia), igualdad de oportunidades sin dis-
tinción de origen, clase, raza, etnia, cultura, 
nivel educativo, edad y religión o condición 
económica (no contempla el factor orienta-
ción sexual), formalidad (carácter imperativo 
de la norma, universalidad, interculturalidad 
y subsidiariedad (responsabilidad de los go-
biernos regionales y locales, y de la empresa 
privada).

“Otra tendencia que no podemos dejar 
de mencionar, es la ausencia de un enfoque 
intercultural en las políticas públicas y la ad-
ministración de justicia, teniendo en cuenta 
el carácter pluricultural de varios de nues-
tros Estados. La diferencia sexual y cultural 
no es tomada en cuenta, reforzándola como 
desventaja”14.

“Cabe señalar que al momento de legis-
lar, el Estado no ha tenido en cuenta las zo-
nas más alejadas de los centros urbanos; en 
donde se tiene que aplicar una política espe-
cial para la protección y garantía de los dere-
chos de las mujeres afectadas por la violen-
cia. Existe un sector importante de mujeres 
que se encuentran en zonas rurales, quienes 
encuentran serias trabas en el acceso a la 
justicia. Los casos de violencia contra la mu-
jer son atendidos por las autoridades comu-
nales o el Juez de Paz de la zona. En estas 
instancias prima la conciliación como forma 
de restablecer las relaciones familiares, de 
otro lado cuando los casos son muy graves 

En su ori-
gen, las 
feministas 
aspiraban 
a una nor-
ma de pro-
tección de 
derechos 
f u n d a -
mentales, 
es decir de 
naturaleza 
const itu-
cional. Sin 

11 Hay competencia municipal para prestar el servicio de casa refugio condicionada a que se dispongan recursos lo que hace que muy pocos 
cumplan con prestarlos. Existen 37 refugios existentes, la mayoría son iniciativas autogestionarias de mujeres, apoyadas por la cooperación, 
que solo reciben ayuda alimentaria del MIMDES. Tampoco existen servicios de rehabilitación de agresores.

12 Barraza, Cecilia y otras. Informe regional de derechos humanos y justicia de género 2001-2004.  Articulación Regional Feminista de Dere-
chos Humanos y Justicia de Género. Setiembre, 2005. Pág. 41.

13 Ibídem. Pág. 41.
14 Barraza, Cecilia y otras. Informe regional de derechos humanos y justicia de género 2001-2004.  Articulación Regional Feminista de Dere-

chos Humanos y Justicia de Género. Setiembre, 2005. Pág. 41.
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o reiterados son sometidos ante la asamblea 
comunal donde se sanciona al agresor. Este 
sistema tiene muchas dificultades, sin em-
bargo es el que se encuentra más cercano a 
estas mujeres, por lo que debe ser reconoci-
do por el sistema formal para que pueda ser 
efectivo y no atente contra los derechos de 
las mujeres andinas”15.

3. Naturaleza jurídica del problema

En su origen, las feministas aspiraban a 
una norma de protección de derechos fun-
damentales, es decir, de naturaleza constitu-
cional. Sin embargo, se optó por abordarlo 
como un problema de naturaleza penal y ci-
vil, que contemplaba la posibilidad de dictar 
medidas de protección previa comprobación 
del acto y el daño.

3.1. De naturaleza penal 

La Ley 26260 establece que es la Policía 
Nacional en todas las delegaciones policia-
les, la que recibirá las denuncias por violen-
cia familiar y realizará las investigaciones 
preliminares correspondientes. Las denun-
cias podrán ser presentadas en forma verbal 
o escrita. Para tal efecto, el Ministerio del In-
terior expedirá formularios tipo, para facilitar 
las denuncias y asimismo, cartillas informati-
vas de difusión masiva. Asimismo dispondrá 
la capacitación de personal especializado en 
la Policía Nacional, para la atención en lo dis-
puesto en esta Ley. Los estudios en la región 
andina, siguen indicando que la instancia 
policial es a donde más acuden las mujeres 
por ayuda.

La norma contempla que la investigación 
policial se sigue de oficio, independiente-
mente del impulso del denunciante y con-
cluye con un parte o atestado que contiene 
los resultados de la investigación. Durante la 

misma, pueden solicitarse los informes nece-
sarios para el esclarecimiento de los hechos. 
La Policía Nacional, a solicitud de la víctima 
brindará las garantías necesarias en resguar-
do de su integridad. 

“Otro problema se da con la falta de co-
laboración efectiva de la Policía Nacional con 
la administración de justicia, debido a la es-
casez de recursos materiales y personales de 
dicha institución, lo cual genera dilataciones 
innecesarias en los procesos ante la demora 
en la captura de los agresores”16. 

En caso de flagrante delito o de muy gra-
ve peligro de su perpetración, la Policía Na-
cional está facultada para allanar el domicilio 
del agresor. Podrá detener a éste en caso de 
flagrante delito y realizar la investigación en 
un plazo máximo de 24 horas, poniendo el 
atestado en conocimiento de la fiscalía pro-
vincial penal que corresponda. De igual ma-
nera, podrá conducir de grado o fuerza al 
denunciado renuente a concurrir a la dele-
gación policial. 

El atestado policial será remitido al Juez 
de Paz o Fiscal Provincial en lo Penal, según 
corresponda: una falta contra la personas (ilí-
cito menor) o por delito de lesiones respec-
tivamente, y al Fiscal de Familia, para ejercer 
las atribuciones que le señala la presente ley. 
La parte interesada podrá igualmente pedir 
copia del atestado para los efectos que con-
sidere pertinente o solicitar su remisión al 
juzgado que conociere de un proceso sobre 
la materia o vinculado a ésta. 

La Defensoría del Pueblo ha comproba-
do que el 89% de las denuncias policiales 
terminan tramitadas como faltas, que al no 
ser ilícitos de interés publico los derechos en 
juego, se tornan en disponibles, se admite el 
desistimiento de la denuncia y se promueve 
la conciliación entre las partes.

“La conciliación continúa siendo utilizada 
por los Jueces de Paz Letrados como una ma-

La Defensoría 
del Pueblo ha 
comprobado que 
el 89% de las 
denuncias poli-
ciales terminan 
tramitadas como 
faltas, que al no 
ser ilícitos de 
interés público 
los derechos en 
juego, se tornan 
en disponibles, 
se admite el 
desistimiento 
de la denuncia y 
se promueve la 
conciliación en-
tre las partes.

15 Reporte de Acceso a la Justicia. Demus. 2007.
16 Reporte de Acceso a la Justicia. Demus. 2007.
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Sin embargo, los 
procesos penales 
de faltas 
demoran tanto 
que terminan ar-
chivados 
porque las cau-
sas prescriben 
(no pueden 
demorar más de 
un año y medio). 
De otro lado, 
cuando con-
cluyen, el Juez 
puede reservarse 
la condena o la 
ejecución de la 
pena, con lo que 
se institucionali-
za la impunidad.

nera de conclusión anticipada del proceso, 
esto a pesar que de acuerdo a la investiga-
ción realizada por la Defensoría del Pueblo, 
una interpretación sistemática del artículo 
185 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
concluye que los procesos de faltas contra 
la persona en un contexto de violencia fa-
miliar, no constituyen materia susceptible de 
conciliación, por lo que el ejercicio de esta 
potestad por parte de los magistrados, resul-
ta irregular17”18. 

En las zonas rurales, los casos denun-
ciados son justamente aquellos más graves 
que pueden llegar a configurar lesiones. La 
problemática se centra además de las conci-
liaciones, en aquellos casos que configuran 
violencia psicológica o violencia física con-
siderada como leves ya que no son denun-
ciados. Por todo ello, existe un imaginario 
comunitario, que si bien considera no ade-
cuada la violencia, tiene una tolerancia alta 
de estos casos”19.

Por ello, en estos momentos existe la pro-
puesta de tipificar como delito la violencia 
intrafamiliar para que toda denuncia por 
esta razón configure delito. El Anteproyecto 
de Ley considera delito la violencia física, psi-
cológica y emocional, sexual y patrimonial.

Dictado el auto apertorio de instrucción 
por hechos tipificados como delitos y que se 
relacionan con la violencia familiar, corres-
ponde al Juez dictar de oficio las medidas 
cautelares que señala la presente Ley, así 
como, según la naturaleza o gravedad de los 
hechos, o su reiteración, disponer la detención 
del encausado. Cuando el Juez en lo Penal o 
el de Paz Letrado, conozcan de delitos o faltas 
cuyo origen sean hechos de violencia fami-
liar, están facultados para adoptar todas las 
medidas de protección que señala la presente 
ley. Las medidas podrán adoptarse desde la 
iniciación del proceso, durante su tramita-

ción y al dictar sentencia, aplicando en lo que 
fuere pertinente, lo dispuesto por el Código 
Procesal Civil. Podrán imponerse igualmente 
como restricciones de conducta, al momento 
de ordenar la comparecencia del inculpado y 
al dictar sentencia bajo apercibimiento de or-
denar detención en caso de incumplimiento. 

Sin embargo, los procesos penales de fal-
tas demoran tanto que terminan archivados 
porque las causas prescriben (no pueden de-
morar más de un año y medio). De otro lado, 
cuando concluyen, el Juez puede reservarse 
la condena o la ejecución de la pena, con lo 
que se institucionaliza la impunidad.

“El derecho de acceso a la justicia se ve 
vulnerado cuando estas mujeres no pueden 
contar con una sentencia justa dentro de un 
plazo razonable. Si bien la Ley de Violencia 
Familiar no establece un plazo de prescrip-
ción esta falta parece otorgar un permiso tá-
cito a las autoridades para prolongar excesi-
vamente la duración de este proceso, donde 
las mujeres deben esperar aproximadamen-
te 2 años para recibir una sentencia, que no 
siempre resulta justa”20.

 “Más grave aun resulta comprobar que 
en la práctica, la mayoría de procesos de 
faltas contra la persona relacionados a la 
violencia familiar, no culminan con una sen-
tencia condenatoria. De acuerdo al estudio 
realizado por la Defensoría del Pueblo21, de 
186 expedientes analizados a nivel nacional, 
solo en el 26% se dieron sentencias conde-
natorias. De este porcentaje, solo el 6% con-
templó la pena de prestación de servicios 
comunitarios establecida en la norma legal. 
El 94% restante dictó otro tipo de medidas 
como la reserva del fallo condenatorio, don-
de no existe pronunciamiento alguno sobre 
la sanción del agresor. En otros casos, se im-
ponen penas inferiores a las establecidas en 
la norma legal, como en el proceso de faltas 

17 Expediente 010-05 del Segundo Juzgado de Paz Letrado del Rímac.
18 Reporte de Acceso a la Justicia. Demus. 2007.
19 Ibídem.
20 Ibídem. 
21 DEFENSORÍA DEL PUEBLO, Ibíd.



16

seguido ante el Segundo Juzgado de Paz Le-
trado de San Miguel22, donde se estableció 
como fallo condenatorio la pena de 40 jor-
nadas de prestación de servicios comunita-
rios, fijándose como concepto de reparación 
civil la suma de S/. 50 nuevos soles. A pesar 
de la gravedad de las lesiones descritas en 
el Certificado Médico Legal correspondien-
te citadas en la sentencia, los derechos de 
esta mujer se vieron nuevamente vulnera-
dos, esta vez por la misma administración 
de justicia”23. 

La Policía Nacional, el Ministerio Público 
y el Poder Judicial pueden solicitar la cola-
boración a todas las instituciones públicas o 
privadas para la evaluación física y psicoló-
gica de las víctimas de violencia, agresores y 
de su entorno familiar; para la asistencia de 
víctimas de violencia y su familia; y, para la 
aplicación y control de las medidas que con-
templa la presente ley. 

Los certificados que expidan los Estableci-
mientos de Salud del Estado tienen pleno va-
lor probatorio en los procesos sobre Violencia 
Familiar; la expedición de dichos certificados 
es gratuita. También lo tendrán los certifica-
dos que expidan instituciones privadas, con 
las que el Ministerio Público y el Poder Judi-

cial celebren Convenios, para la realización 
de determinadas pericias24.

3.2. De naturaleza civil cautelar

De la conciliación:

La idea machista que la violencia contra 
las mujeres corresponde al ámbito de lo pri-
vado o que es un problema de particulares 
también es parte de una tendencia jurídica 
en la región, expresada en el tratamiento 
legal y judicial que admite la conciliación 
o mediación como formas de resolución 
del conflicto en el ámbito civil al entender 
la violencia en relación de pareja como un 
problema familiar mas no como un proble-
ma político. De esta forma, el patriarcado 
estatal se colude con el machismo privado. 
En el Perú, se viene luchando por eliminar la 
figura de la conciliación en los casos de vio-
lencia intrafamiliar en sede administrativa25 
(se logró), policial, fiscal26 (también se logró) 
y judicial, tanto a nivel de la norma como de 
la práctica:

“En los casos en que la violencia contra 
las mujeres en el ámbito doméstico no es 
constitutiva de delito, es objeto de tramita-
ción en sede civil (judicatura de familia, de 
menores y jueces de paz). En esta esfera, en 

La idea 
m a c h i s -
ta que la 
violencia 
contra las 
m u j e r e s 
correspon-
de al ám-
bito de lo 
privado o 
que es un 
problema 
de par-
t i cu la res 
t a m b i é n 
es par-
te de una 

22 Expediente 290-2004 del Segundo Juzgado de Paz Letrado de San Miguel.
23 Reporte de Acceso a la Justicia. Demus. 2007. 
24 Artículo modificado por el Artículo 1 de la Ley Nº 27016, publicada el 20-12-98. Los certificados de salud física y mental que expidan los 

médicos de los establecimientos de salud del Estado, como el Ministerio de Salud, el Instituto Peruano de Seguridad Social y las depen-
dencias especializadas de las Municipalidades provinciales y distritales, tienen valor probatorio del estado de salud física y mental en los 
procesos sobre violencia familiar. La expedición de los certificados y la consulta médica que la origina son gratuitas. Igual valor tienen los 
certificados expedidos por los médicos de los centros parroquiales, cuyo funcionamiento se encuentre autorizado por el Ministerio de Salud 
y se encuentren registrados en el Ministerio Público. Asimismo, tendrán valor probatorio del estado de salud física y mental en los procesos 
por violencia familiar, los certificados que expidan los médicos de las instituciones privadas con las cuales el Ministerio Público y el Poder 
Judicial celebren Convenios para la realización de determinadas pericias.

25 Artículo 30.-Las Defensorías Municipales del Niño y del Adolescente, podrán, en ejercicio de sus atribuciones, llevar adelante audiencias 
de conciliación destinadas a resolver conflictos originados por violencia familiar. Este artículo fue modificado por la Primera Disposición 
Complementaria, Transitoria y Final de la Ley Nº 27007, publicada el 03-12-98: Las Defensorías del Niño y el Adolescente debidamente 
autorizadas podrán, en ejercicio de sus atribuciones, llevar adelante audiencias de conciliación destinadas a resolver conflictos originados 
por violencia familiar previsto por la presente ley; y los casos de alimentos, colocación provisional y reconocimiento voluntario de filiación, 
señalados en los literales c) y d) del Artículo 48 del Código de los Niños y Adolescentes, siempre que no existan procesos judiciales sobre 
estas materias. Las Actas derivadas de estas conciliaciones constituyen título de ejecución.”

26 Ley 27982 de fecha 29 de mayo del 2003, que derogó los artículos referentes a la etapa de conciliación en los Procesos de Violencia 
Familiar ante el Fiscal Provincial de Familia.
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todos los países se ha dado lugar  a la con-
ciliación – Bolivia, Chile, Colombia y Perú- o 
mediación – Argentina y Ecuador como for-
ma de poner término a juicios, a pesar de ser 
evidente que en estos casos, las partes no se 
encuentran en igualdad de condiciones para 
negociar. Por ello cobra importancia la ten-
dencia a la eliminación de la conciliación en 
materia de violencia doméstica que se pre-
senta en Perú”27. 

“Por otro lado, a pesar que mediante la 
Ley 27982 de fecha 29 de mayo del 2003, 
se derogó los artículos referentes a la etapa 
de conciliación en los Procesos de Violencia 
Familiar ante el Fiscal Provincial de Familia, 
todavía pueden hallarse procesos donde los 
operadores de justicia continúan ejerciendo 
su labor conciliatoria en las audiencias únicas 
programadas en los procesos de violencia fa-
miliar28. 

En estos casos es importante resaltar el 
hecho de que en los casos de violencia fami-
liar, estamos hablando de derechos funda-
mentales como a la vida, a la salud y a una 
vida libre de violencia, los cuales son consi-
derados derechos indisponibles. Es decir, la 
persona no puede ejercer ningún tipo de ne-
gociación, incluida la conciliación, respecto 
a la restricción en el ejercicio de estos de-
rechos. Además, considerando las relaciones 
de poder establecidas en la pareja, las mu-
jeres no se encuentran en posibilidades de 
negociar. Partiendo de estos puntos, resulta 
imposible hablar de conciliación en materia 
de violencia familiar29.

Sin embargo, en la práctica, fiscales y jue-
zas siguen usando este medio permitiéndose 
la disposición de derechos fundamentales. El 
Anteproyecto de Ley no contempla la figura 

de la conciliación en caso alguno. Esto lo po-
demos considerar un avance.

De las medidas de protección:
La Fiscal Provincial de Familia que corres-

ponda, dará trámite a las peticiones que se 
formulen verbalmente o por escrito en for-
ma directa por la víctima de violencia, sus 
familiares, cualesquiera de los mencionados 
en el Artículo 2 de esta ley o tratándose de 
menores cualquier persona que conozca de 
los hechos, o por remisión del atestado de 
las delegaciones policiales. También podrá 
actuar de oficio ante el conocimiento directo 
de los hechos. Recibida la petición o apre-
ciados de oficio los hechos, el Fiscal puede 
dictar las medidas de protección inmediatas 
que la situación exija. 

“La falta de sensibilización de las y los fis-
cales frente a la violencia doméstica incide, 
por otro lado, en la escasa adopción de medi-
das cautelares a favor de las víctimas, que se 
evidencia en los informes de Perú  y Chile”30. 

Las medidas de protección inmediatas 
que pueden ser adoptadas a solicitud de la 
víctima incluyen, sin que la enumeración sea 
limitativa, el retiro del agresor del domicilio, 
impedimento de acoso a la víctima, suspen-
sión temporal de visitas, inventarios sobre 
sus bienes y otras medidas de protección in-
mediata que garanticen su integridad física, 
psíquica y moral. El Fiscal de Familia debe po-
ner en conocimiento del Juez de Familia las 
medidas de protección adoptadas. 

“A pesar de que la Ley de Protección 
frente a la Violencia Familiar establece en 
una lista no taxativa una serie de medidas 
de protección a favor de las víctimas, los 
fiscales y jueces con facultades para orde-
narlas, no las utilizan como una herramien-

27 Barraza, Cecilia y otras. Informe regional de derechos humanos y justicia de género 2001-2004.  Articulación Regional Feminista de Dere-
chos Humanos y Justicia de Género. Setiembre, 2005. Pág. 41.

28 Expediente 1522-2004 del Décimo Tercer Juzgado de Familia de Lima.
29 Reporte de Acceso a la Justicia. Demus. 2007.
30 Barraza, Cecilia y otras. Informe regional de derechos humanos y justicia de género 2001-2004.  Articulación Regional Feminista de Dere-

chos Humanos y Justicia de Género. Setiembre, 2005. Pág. 41.
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Otro pro-
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v io lenc ia 
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lia como n 
problema 
civil es que 
el razona-
mineto de 
los opera-
dores de 
justicia

31 Expediente Judicial N° 1522-2004. Décimo Tercer Juzgado de Familia del Distrito Judicial de Lima. 
32 Reporte de Acceso a la Justicia. Demus. 2007.
33 Reporte de Acceso a la Justicia. Demus. 2007. 
34 Ibídem.

ta de auténtica protección de las mujeres 
que sufren este tipo de violencia. Esto se 
refleja en el simple hecho de ordenar una 
medida de protección31  donde el deman-
dado debía abstenerse de toda agresión 
física y psicológica contra la demandante, 
quien era su esposa, y por lo tanto se veía 
obligada a convivir con su agresor en el 
domicilio conyugal”32.

Si la seguridad de la víctima o de su fa-
milia requiriera de una decisión jurisdiccio-
nal, solicitará las medidas cautelares perti-
nentes al Juez Especializado de Familia, las 
que se tramitarán como Medidas Antici-
padas fuera de proceso. Es especialmente 
procedente la solicitud de una asignación 
anticipada de alimentos. Las medidas cau-
telares se concederán sin el requisito de 
contracautela.

“Los operadores de justicia también fallan 
cuando pese a la falta de recursos económi-
cos de las mujeres que deciden abandonar 
el hogar conyugal como única salida a la re-
lación de violencia que viven, estos agravan 
esta situación de indefensión de la mujer al no 
emitir una resolución estableciendo una pen-
sión de alimentos a su favor. La excusa alega-
da es que los Fiscales de Familia no incluyen 
la petición de una pensión alimenticia a favor 
de la denunciante en la demanda de violencia 
familiar. En consecuencia, estas mujeres de-
ben tramitar su pedido en un proceso de ali-
mentos, lo cual genera un doble gasto físico, 
emocional y económico en la víctima33”. 

Otro problema de abordar la violencia 
en la familia como un problema civil es que 
el razonamiento de los operadores de jus-
ticia se inscribe en el razonamiento civilista 
patrimonial y contractual. Los derechos de 
propiedad de los agresores son protegidos 
por encima de los derechos de las mujeres. 

Para el ejercicio de su función, el Fiscal 
gozará de la potestad de libre acceso al lu-

gar donde se haya perpetrado la violencia. 
Corresponde además, al Ministerio Público 
en su función tuitiva visitar periódicamente 
las dependencias policiales para conocer de 
la existencia de denuncias sobre violencia 
familiar, e intervenir de oficio cuando co-
rresponda conforme esta Ley. 

Corresponde el conocimiento de los pro-
cesos al Juez Especializado de Familia del 
lugar donde domicilia la víctima o del lugar 
de la agresión, indistintamente. El proceso 
se inicia por demanda: a) De la víctima de 
violencia o su representante o del Fiscal de 
Familia.

Las pretensiones sobre Violencia Familiar 
se tramitan como proceso único, conforme 
a las disposiciones del Código de los Niños y 
Adolescentes, con las modificaciones que en 
esta ley se detallan. 

La resolución judicial que pone fin al pro-
ceso determinará si ha existido o no violen-
cia familiar y establecerá:

a) Las medidas de protección en favor 
de la víctima pudiendo ordenar entre otras, 
la suspensión temporal de la cohabitación, 
la salida temporal del agresor del domicilio, 
la prohibición temporal de toda clase de vi-
sitas por parte del agresor, además de cual-
quier otra forma de acoso para la víctima, 
entre otras, conforme lo prescribe el segun-
do párrafo del Artículo 10 de esta Ley; 

b) El tratamiento que debe recibir la vícti-
ma, su familia y el agresor, si se estima con-
veniente;

c) La reparación del daño; 

“Es imprescindible ampliar nuestra no-
ción de justicia para que las decisiones que 
adopten los operadores de justicia, permi-
tan asegurar la recuperación emocional de 
las agraviadas estableciendo un monto de 
reparación acorde con la necesidad de una 
terapia psicológica efectiva”34. 
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d) El establecimiento de una pensión de 
alimentos para la víctima, cuando correspon-
da legalmente, si a criterio del juzgado ello 
es necesario para su subsistencia. En aten-
ción a la función tuitiva de este proceso, el 
Juez puede agregar a su decisión los man-
datos que aseguren la eficacia de las preten-
siones exigidas y los derechos esenciales de 
la víctima. 

En caso de incumplimiento de las medi-
das decretadas, el Juez ejercerá las facultades 
coercitivas, contempladas en los Artículos 53 
del Código Procesal Civil y 205 del Código 
de los Niños y Adolescentes, sin perjuicio de 
las responsabilidades penales, a que hubie-
ran lugar. 

El Juez podrá adoptar medidas cautelares 
anticipadas sobre el fondo, desde la iniciación 
del proceso y durante su tramitación, sujetán-
dose en tal caso, a lo previsto por el Código 
Procesal Civil. Podrá ejercer igualmente la fa-
cultad de conciliación, en los términos previs-
tos por el Artículo 13 de la presente Ley. Si 
el Juez Penal adopta en el proceso respectivo 
medidas cautelares de protección a la víctima, 
no procederá solicitarlas en la vía civil. Las me-
didas de protección civil, pueden sin embargo, 
solicitarse antes de la iniciación del proceso, 
como medidas cautelares fuera de proceso. 

V. Los desafíos 

El Estado debe enfrentar el problema 
de la violencia contra las mujeres como 
un grave problema de derechos huma-
nos.

La violencia contra las mujeres es una vio-
lación contra sus derechos humanos, así lo 
ha reconocido la comunidad internacional 
en diversas declaraciones e instrumentos 
vinculantes, (pronunciamientos del Comité 
para la Eliminación de toda forma de Discri-

minación contra la Mujer, Declaración sobre 
la Eliminación de la Violencia contra la Mu-
jer, Convención de Belém do Pará), y por ello 
revisten una gravedad tal que requieren la 
máxima diligencia y eficiencia por parte de 
los operadores públicos.

- Cumplimiento del Principio de de-
bida diligencia y las obligaciones de in-
vestigar, sancionar y reparar. 

Mediante la suscripción de la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer, el Es-
tado peruano se ha comprometido a realizar 
investigaciones diligentes, sancionar a los 
responsable y garantizar la reparación de los 
daños causados a las víctimas de los actos de 
violencia perpetrados contra ellas. 

- Tramitar las denuncias de violencia 
contra la mujer como un proceso de na-
turaleza constitucional.

El proceso de naturaleza constitucional 
debe privilegiar la palabra de la víctima (tes-
timonio) acompañada por pericia psicoló-
gica de parte emitida por establecimientos 
de salud con enfoque de género, debe to-
mar en cuenta el contexto de coerción para 
presumir no consentimiento (indubio pro 
mujer) y otorgar las medidas de protección 
inmediatas, las reparaciones materiales y 
simbólicas, las medidas de no repetición, la 
indemnización, dónde no procede concilia-
ción alguna, etc. 

El Estado debe desarrollar políticas de 
igualdad, de derechos sexuales y acceso 
a la justicia para prevenir la amenaza o 
vulneración del derecho a una vida libre 
de violencia.

Las mujeres tenemos derecho a servicios 
de educación sexual integral libre de discri-
minación, para el placer y el autocuidado; 
servicios de salud sexual; asesoría legal y psi-
cológica, defensa judicial gratuita y proceso 
en idioma de la demandante.
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Maria da Penha: una mujer, un caso, una ley*

Valéria Pandjiarjian**

Maria da Penha hace mucho ha dejado 
de ser una mujer común. Su historia de vida 
–ésta sí, común a la de tantas mujeres que 
llevan en el cuerpo y en el alma las marcas vi-
sibles e invisibles de la violencia– la hizo con-
vertirse en testigo de un litigio internacional. 
Una historia que, de tan común, se ha torna-
do emblemática para el acceso a la justicia y 
la lucha contra la impunidad de la violencia 
doméstica hacia las mujeres en Brasil y en 
toda nuestra región, y que, además, ahora 
está suscrita y enmarcada bajo el nombre de 
una ley.

La Ley 11.340/2006 recibió el nombre 
de Ley Maria da Penha en referencia a esa 
mujer brasileña, biofarmacéutica, quien en 
1983 fue víctima de un doble intento de ho-
micidio por parte de su entonces marido y 
padre de sus tres hijas, dentro de su propia 
casa, en Fortaleza (Ceará, Brasil). El agresor, 
Marco Antonio Heredia Viveiros, colombia-
no naturalizado brasileño, economista y pro-

fesor universitario, le disparó por la espalda 
mientras ella dormía, causándole paraplejia 
irreversible, entre otros graves daños a su sa-
lud. En una ocasión posterior, intentó elec-
trocutarla en el baño. 

Hasta 1998, quince años después del cri-
men, a pesar de tener dos condenas por el 
Tribunal de Jurados de Ceará (1991 y 1996), 
aún no había una decisión definitiva en el 
proceso y el agresor permanecía en libertad, 
razón por la cual Maria da Penha, juntamen-
te con CEJIL y CLADEM1 enviaron el caso 
a la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos de la Organización de los Estados 
Americanos (CIDH/OEA). El Estado brasileño 
no contestó la petición y permaneció silente 
en todo el procedimiento. 

En el año 2001, la CIDH/OEA responsabi-
lizó al Estado por omisión, negligencia y to-
lerancia en relación a la violencia doméstica 
contra las mujeres brasileñas2, estableciendo 
para el caso recomendaciones de naturale-

* Artículo publicado en la Revista Informativa Nº 09  de CLADEM. 2007
** Valeria Pandjiarjian es abogada feminista brasileña y ex-coordinadora del área regional de violencia de CLADEM. Actualmente integra el 

Comité de Gestión de CLADEM y es la responsable por el programa de litigio internacional de la red. Hace quince años actúa en CLADEM-
Brasil y es la responsable institucional en el caso Maria da Penha.

1 CEJIL (Centro por la Justicia y el Derecho Internacional) y CLADEM (Comité Latinoamericano y del Caribe para la Defensa de los Derechos 
de la Mujer), co-peticionarias en el caso 12.051 CIDH/OEA (Maria da Penha vs. Brasil), denunciaron al Estado el 13/08/98.

2 Derechos violados por el Estado en el caso, según el Informe N. 54/01, CIDH/OEA: Convención Americana de Derechos Humanos: artículo 
1(1) (obligación de respetar los derechos); artículo 8 (garantías judiciales);  artículo 24 (igualdad ante la ley); artículo 25 (protección judicial) 
y Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre: artículos II y XVIII; Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer - Convención de Belém do Pará: artículo 3 (derecho a la vida libre de violencia en la esfera pública 
y privada); artículo 4 (a) derecho a la vida, (b) derecho a la integridad física, mental y moral, (c) derecho a la libertad y a la seguridad, (d) 
derecho a no ser sometida a la tortura, (e) derecho a la dignidad y a la protección de su familia, (f) derecho a la igualdad de protección de 
la ley y ante la ley, y (g) derecho a un recurso rápido y simple ante el  tribunal competente; artículo 7 párrafos “b”,  “d”,  “e”,  “f “  y “g “ 
(obligaciones del Estado).
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za individual y también de políticas públicas 
para el país3.

Sólo debido al uso efectivo del sistema 
internacional –regional y global– de protec-
ción a los derechos humanos, en acciones 
tanto de litigio como de monitoreo, y por la 
presión política internacional y nacional, es 
que finalmente, en marzo de 2002, el proce-
so penal fue concluido en el ámbito interno 
y, en octubre del mismo año, el agresor fue 
arrestado4.  

El caso Maria da Penha fue también repor-
tado por la sociedad civil al Comité CEDAW5, 
en el marco de su 29ª sesión, en el 2003, el 
mismo que examinó el primer Informe Nacio-
nal Brasileño6. En sus Observaciones Finales, 
el Comité recomendó al Estado, entre otras 
acciones, adoptar “sin demora una legisla-
ción sobre violencia doméstica” y “medidas 
prácticas para seguir y monitorear la aplica-
ción de esta ley y evaluar su efectividad”7.

En el 2006, como resultado de la acción 
conjunta de la sociedad civil y del Estado, se 
aprueba a nivel nacional la Ley 11.340 (Ley 
Maria da Penha), que crea mecanismos para 
cohibir la violencia doméstica y familiar con-
tra la mujer, y busca dar cumplimiento al art. 
226 §8° de la Constitución Federal, a la CE-
DAW y a la Convención de Belém do Pará, 

al normar sobre Juzgados de Violencia Do-
méstica y Familiar contra la Mujer, modificar 
el Código Penal y de Proceso Penal, la Ley de 
Ejecución Penal, entre otras tantas medidas. 

Sin embargo, aún hay recomendaciones 
por cumplirse y medidas por adoptarse en el 
caso. Casi veinticinco años después del cri-
men, y ya transcurridos a la fecha más de 
cinco años de la decisión de la CIDH/OEA, 
Maria da Penha, por ejemplo, aún no ha re-
cibido la indemnización del Estado, ni fue 
instaurado un procedimiento de investiga-
ción por las irregularidades tras la demora y 
atraso injustificados en el proceso contra el 
agresor en el ámbito interno. Más aún, sigue 
siendo un gran desafío la implementación, 
monitoreo y evaluación efectivas de la Ley y 
de varias medidas de políticas públicas reco-
mendadas tanto por la CIDH/OEA como por 
el Comité CEDAW, el cual incluso recién ha 
tratado el tema en su 39ª sesión, en julio de 
2007, al examinar el sexto periodo de Infor-
mes de Brasil8. 

Lo que se propone en este artículo es des-
tacar: a) el contexto y el proceso de creación 
de la Ley Maria da Penha; b) los principales 
aspectos e innovaciones de esa normativa y 
c) los desafíos emergentes hacia una eficaz 
implementación de la ley.

Sin em-
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3 Recomendaciones: Medidas al caso individual: a) completar el proceso penal del responsable; b) proceder a la investigación y responsabili-
zación sobre las irregularidades y atrasos injustificados en el proceso; y c) proveer una reparación simbólica y material a la víctima. Medidas 
de políticas públicas, para proseguir e intensificar el proceso de reforma que evite la tolerancia Estatal y el tratamiento discriminatorio de 
la violencia doméstica contra mujeres en Brasil: a) capacitar funcionarios judiciales y policiales especializados; b) simplificar procedimientos 
judiciales penales, reduciendo el tiempo procesal, sin afectar derechos y garantías del debido proceso; c) promover formas alternativas de 
solución de conflictos intrafamiliares; d) multiplicar el número de comisarías policiales especializadas, sus recursos y apoyar al Ministerio 
Público en los informes judiciales; e) incluir, en los planes pedagógicos, unidades curriculares sobre respeto a la mujer, sus derechos, Con-
vención de Belém do Pará y manejo de conflictos intrafamiliares. Ver la íntegra de los términos de las recomendaciones y de la decisión de 
la CIDH/OEA en el Informe No. 54, de 16 de abril de 2001, disponible en el sitio web de CLADEM: www.cladem.org/espanol/regionales/
litigio_internacional/CAS2.ASP.

4 Actualmente el agresor ya se encuentra cumpliendo pena en régimen semiabierto, en acuerdo a la ley nacional de ejecución penal.
5 Ver “Documento para el CEDAW sobre el cumplimiento por parte de Brasil de las obligaciones contraidas como Estado-parte de la Con-

vención en relación con la violencia contra las mujeres. Violencia contra las Mujeres: el caso Maria da Penha”, disponible en el sitio web de 
CLADEM: www.cladem.org/espanol/regionales/monitoreo_convenios/penhacedaw.asp.

6 Brasil ratificó CEDAW en 1984 y casi 20 años después presentó por primera vez su Informe Nacional al Comité CEDAW, consolidando en un 
solo documento los cinco períodos de reportes pendientes (informe inicial de 1985 y informes periódicos de 1989, 1993, 1997 y 2001). 

7 Ver CEDAW/C/2003/II/CRP.3/Add.2/Rev.1, 18 de julio de 2003, www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/cedaw29/ConComm/BrazilE.pdf.
8 El Estado presentó el VI Informe Nacional Brasileño (periodo 2001-2005) al Comité CEDAW en 25 de julio de 2007. El Contrainforme de 

la Sociedad Civil también fue presentado al Comité, ver www.cladem.org/espanol/regionales/monitoreo_convenios/CedawBrasilES07.pdf.
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•	 Contexto	y	proceso	de	creación	de	
la ley

La elaboración de la Ley Maria da Penha 
(LMP) tiene múltiples antecedentes en el ám-
bito internacional, regional y nacional –más 
allá del caso en sí mismo– los cuales, desde 
distintos aspectos, han servido como inspi-
ración y bases sólidas de fundamentación 
política, jurídica y social para su formulación 
y aprobación. 

A nivel de las Naciones Unidas, vale des-
tacar: la Convención sobre la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer, CEDAW (1979) y la Recomendación 
General Nº 19 del Comité CEDAW (1992)9; 
la Conferencia Mundial de Derechos Huma-
nos, de Viena y la Declaración sobre la Elimi-
nación de la Violencia contra la Mujer (1993); 
la Conferencia Mundial sobre la Mujer, de 
Beijing (1995); el documento marco de legis-
lación modelo sobre violencia doméstica, de 
la Relatora Especial sobre la Violencia contra 
la Mujer (1996)10; y la Recomendación del 
Comité CEDAW al Estado brasileño para edi-
tar una legislación específica sobre violencia 
doméstica (2003)11.

A nivel del sistema interamericano de 
derechos humanos, desde la OEA, hay que 
mencionar la relevancia de la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer – Con-
vención de Belém do Pará (1994), además 
de la decisión del Caso Maria da Penha en 
sí mismo (2001). De especial valor y gran-
dísima utilidad ha sido la inestimable expe-

riencia de las leyes específicas de violencia 
doméstica hasta entonces producidas en 
América Latina y el Caribe (en especial entre 
1989 y 2002) y los diagnósticos disponibles 
sobre su aplicación12. También en el proce-
so ha surgido el Modelo de Leyes y Políticas 
para la Violencia Intrafamiliar, de la Unidad 
de Género y Salud de la Organización Pana-
mericana de la Salud (2004)13.

En lo que se refiere a los estándares na-
cionales, además de la consagrada igual-
dad entre mujeres y hombres en derechos y 
obligaciones establecida por la Constitución 
Federal de 1988 (art. 5º, I), incluso en la so-
ciedad conyugal (art. 226 § 5º, CF), también 
se fundamenta la LMP en el dispositivo cons-
titucional que establece que “el Estado ase-
gurará la asistencia a la familia en la persona 
de cada uno de los que la integran, crean-
do mecanismos para cohibir la violencia en 
el ámbito de sus relaciones” (art. 226 § 8º, 
CF). 

Además, la LMP es aun una respuesta al 
legado de impunidad dejado por la Ley 9099, 
de 1995, la cual consideraba los crímenes de 
mayor incidencia contra las mujeres en el 
ámbito doméstico –a saber, las amenazas y 
lesiones corporales leves– como delitos de 
menor potencial ofensivo, vale decir, de me-
nor gravedad, y cuya aplicación por los Juz-
gados Especiales Criminales (JECRIMs), en 
los casos concretos, resultó en la total bana-
lización de la violencia doméstica y familiar 
contra las mujeres en el país.

La nueva Ley es resultado de un largo 
proceso de lucha del movimiento feminista y 
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Convención 
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9 La RG No 19 incluye en el concepto de discriminación contra la mujer de la CEDAW la violencia basada en sexo y género –aquella dirigida 
contra la mujer porque es mujer o que la afecta en forma desproporcionada– y trata el tema en diversos artículos de la Convención.  

10 Ver E/CN.4/1996/53/Add.2 www.unhchr.ch/Huridocda/Huridoca.nsf/TestFrame/d66e1c4f99f9f1b7802566d70054c2b1?Opendocument, 
documento para la elaboración/reforma de leyes nacionales en el tema, 52ª sesión de la Comisión de Derechos Humanos, ONU.  

11 Ver nota vii.
12 CLADEM se hizo fuertemente presente en ese proceso, ya que varias compañeras de la red estuvieron involucradas en la elaboración de las 

leyes, en peleas por su aplicación, y sobre todo en diagnósticos de su implementación. Nuestro reconocimiento y agradecimiento a todas 
que mucho hacen en sus países y tanto colaboraron para nutrir de elementos, inspiraciones y experiencias la Ley Maria da Penha.

13 El documento intenta servir de referencia para diseñar, implementar, dar seguimiento y evaluar leyes y políticas públicas sobre violencia 
intrafamiliar contra las mujeres. Producido por la Unidad de Género y Salud de OPS/OMS (Washington, DC), Abril/2004 y disponible en www.
paho.org/Spanish/AD/GE/LeyModelo.pdf, contó con colaboración de: CIM/OEA; UNFPA; UNIFEM; CLADEM; Ipas; Isis Internacional; Grupo 
Parlamentario Interamericano y CRR.
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Un Consorcio de 
ONGs (Advocaci, 
Agende, Cfemea, 
Cepia, Cladem/
Ipê, Themis) y es-
pecialistas femi-
nistas de distin-
tas áreas, se han 
dedicado a in-
vestigar, estudiar 
y trabajar, por un 
periodo de dos 
años, en un pri-
mer borrador de 
un anteproyecto 
de ley sobre vio-
lencia doméstica 
y familiar contra 
las mujeres.

de mujeres brasileño, basado en datos, estu-
dios y pesquisas que hacen evidente la cruel 
incidencia de la violencia doméstica y fami-
liar sobre las mujeres y sus efectos perver-
sos. Desde el 2001, ya se estimaba en el país 
que cada 15 segundos una mujer es golpea-
da por su marido, compañero, enamorado 
y/o ex-pareja; cada 15 segundos, también, 
una brasileña es impedida de salir de casa, 
mientras otra es forzada a tener relaciones 
sexuales en contra de su voluntad. Asimis-
mo, cada 9 segundos, una es agredida en su 
vida sexual o en su desempeño en el trabajo 
doméstico o remunerado14. 

Ante el cuadro nacional de prevalente 
violencia e impunidad en relación a lo que 
sufren las mujeres en el ámbito de las re-
laciones domésticas y familiares, y ante un 
marco legal inadecuado, fragmentado e in-
suficiente para abordar la complejidad que 
caracteriza esa problemática, la LMP surge 
como un intento de responder de manera 
más integral a la problemática y con eso 
promueve un radical cambio de enfoque y 
tratamiento al tema, provocando desde ahí 
mismo, el primer gran desafío para su imple-
mentación.

En varios países de nuestra región, la ela-
boración y aprobación de la LMP es marcada 
por un proceso de construcción colectiva, 
que involucró a distintos actores sociales y 
políticos. Puede caracterizarse como una 
buena práctica de colaboración entre la so-
ciedad civil y el Estado, más particularmente 
organizaciones no gubernamentales (ONGs) 
del movimiento feminista y de mujeres y el 
Poder Ejecutivo y Legislativo a nivel federal 
de gobierno.

Un Consorcio de ONGs (Advocaci, Agen-
de, Cfemea, Cepia, Cladem/Ipê, Themis) y 
especialistas feministas de distintas áreas, se 
han dedicado a investigar, estudiar y trabajar, 
por un periodo de dos años, en un primer 
borrador de un anteproyecto de ley sobre 

violencia doméstica y familiar contra las mu-
jeres. La propuesta del Consorcio fue presen-
tada en un seminario nacional en noviembre 
de 2003 y generó un gran interés por parte 
de la Secretaría Especial de Políticas para las 
Mujeres (SPM) de la Presidencia de la Repú-
blica, que en abril de 2004, bajo el Decreto 
5.030/04, instaló un Grupo de Trabajo Inter-
ministerial (GTI) para, a partir del anteproyec-
to del Consorcio, trabajar en la creación de 
un mecanismo legal para cohibir la violencia 
doméstica y familiar contra las mujeres.

Durante los trabajos del GTI –marcados 
no sólo por acuerdos sino por muchas ten-
siones ante las fuerzas políticas y jurídicas 
en juego– fueron también promovidas dis-
cusiones con sectores de la policía y de la 
justicia y, al final, en noviembre de 2004, la 
SPM entregó al Congreso Nacional una ver-
sión de propuesta legal que, si bien en gran 
parte avanzaba en el orden jurídico, mante-
nía situaciones que para nosotras las femi-
nistas eran de extrema preocupación y hasta 
inaceptables, como por ejemplo, mantener 
la aplicación de la Ley 9099/95 con peque-
ñas alteraciones. Como Consorcio que ela-
boró la primera versión de la propuesta y 
participó del GTI, hicimos nuestra manifes-
tación en relación a todo lo que el proyecto 
avanzaba, pero también dejamos registrado 
públicamente todo en lo que estábamos en 
desacuerdo ante la propuesta y que no re-
presentaba nuestra posición. 

Se inicia entonces la etapa de trabajo jun-
to al Parlamento. Fue estratégica la designa-
ción y actuación de la relatora del proyecto 
en la Cámara de Diputados –la parlamenta-
ria Jandira Feghali, aliada de las feministas– 
quien llevó a cabo, con la colaboración de las 
ONGs de mujeres y de la SPM, un seminario 
nacional y nueve audiencias públicas en las 
cinco regiones del país, en 2005/2006. De 
ese proceso democrático de consulta deri-
vó la presentación de un proyecto sustituti-

14 Ver investigación “A mulher brasileira nos espaços público e privado”, 2001, Fundación Perseu Abramo, http://www2.fpa.org.br/portal/. 
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vo, con las alteraciones que resultaron en la 
aprobación de lo que hoy conocemos como 
Ley Maria da Penha. 

Pasado el trámite en el Congreso Nacio-
nal, el 7 de agosto de 2006, el Presidente 
Lula sanciona la Ley 11.340 en ceremonia 
pública con la presencia de Maria da Penha, 
atribuyendo su nombre a la ley, y el 22 de 
septiembre la misma pasa a tener vigor en 
todo el territorio nacional.

 
	•	 Principales	aspectos	e	innovaciones	

de la ley

Las normas jurídicas no se presumen per-
fectas y son instrumentos pasibles de ajustes, 
cambios y, más que todo, deben estar desti-
nadas a cumplir con su función social. 

La LMP representa, sin duda, un gran e 
innegable avance en la normativa jurídica na-
cional en lo que se refiere al tema de la vio-
lencia doméstica y familiar contra las mujeres 
y, a pesar de cualquier crítica que se le pueda 
o se le quiera hacer, yo insistiría en decir que 
es el mejor marco jurídico nacional que po-
dríamos tener en este momento de nuestra 
historia. La ley cambia de hecho la respues-
ta que el Estado da a la violencia doméstica 
y familiar contra las mujeres; rompe con los 
paradigmas tradicionales del Derecho; da un 
énfasis mucho mayor en la prevención, asis-
tencia y protección a las mujeres y sus de-
pendientes en situación de violencia y trata la 
cuestión en la perspectiva de la integralidad, 
multidisciplinariedad, complejidad y especifi-
cidad, como de hecho se demanda que sea 
abordado el problema. 

Pensar en una efectiva y eficaz aplicación 
de la Ley Maria da Penha exige un profundo 
cambio de mirada, de postura y de actitud 
por parte de todas y todos, en especial, por 
parte de aquellas personas encargadas de 
hacer cumplir la ley en todos los campos y 
niveles conceptuales y operacionales, desde 
lo jurídico, social, asistencial, psicológico y 
de salud, entre tantos otros implicados en 

la atención que debe ser integral e intersec-
torial.

Es importante señalar que con la Ley Ma-
ria da Penha los casos de violencia de mayor 
incidencia en las relaciones domésticas y fami-
liares contra las mujeres, dejan de ser conside-
rados crímenes de menor potencial ofensivo, 
bajo la Ley 9099/95, y pasan a constituirse 
efectivamente en una violación a los derechos 
humanos (art. 6o LMP). El texto expresamente 
prevé que en la interpretación de la ley se deba 
considerar los fines sociales a los cuales se des-
tina y las condiciones peculiares de las mujeres, 
dando énfasis a la óptica específica que tanto 
se requiere para el tema (art. 4o LMP).

Es imprescindible, además, señalar la na-
turaleza híbrida de la ley que mezcla medi-
das de carácter civil y penal, así como medi-
das preventivas, protectivas y punitivas que 
deben ser adoptadas desde una perspectiva 
integrada y de actuación multidisciplinaria. 
Llama la atención el carácter educativo y pe-
dagógico de la ley por los conceptos y prin-
cipios que fuertemente se introducen en el 
orden jurídico para la comprensión del fenó-
meno en las debidas instancias de preven-
ción, atención y tratamiento.

En ese sentido, son fundamentales las 
definiciones y directrices establecidas por la 
ley para su aplicación. Inspirada por la Con-
vención de Belém do Pará y por varias leyes 
de naciones hermanas de nuestra región, la 
LMP, en sus disposiciones generales (art. 5º 
I, II y III), define bien el alcance de su aplica-
ción al establecer que la violencia contra la 
mujer basada en género puede ocurrir en el 
ámbito de: unidad doméstica: el espacio de 
convivencia permanente de personas, con o 
sin vínculo familiar, incluso aquellas esporá-
dicamente agregadas; familia: la comunidad 
formada por individuos que son o se consi-
deran emparentados, unidos por lazos natu-
rales, por afinidad o por voluntad expresa; 
y relación íntima de afecto: cualquiera que 
sea, en la cual el agresor conviva o haya con-
vivido con la ofendida, independientemente 
de la cohabitación.
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Una de las grandes innovaciones de la 
ley fue la inclusión de un párrafo único en el 
artículo 5º, en que se hace una declaración 
categórica en el sentido de que las relacio-
nes personales a que se refiere son indepen-
dientes de la orientación sexual. Vale decir, la 
ley trató –aunque por la puerta de la violen-
cia– de reconocer y contemplar las relacio-
nes lesbianas, las relaciones homo-afectivas, 
y permitir que esas relaciones encuentren 
reconocimiento de derechos, protección y 
resguardo ante las instancias debidas en una 
situación de violencia doméstica y familiar. 
Así, en ese aspecto, la ley avanza no sólo en 
relación a lo que es común y propio de la 
lucha en contra la dinámica misma de violen-
cia en las relaciones de pareja y familia, sino 
que viene a sumarse al reconocimiento por 
las distintas concepciones de familias, y for-
talecer todo un proceso social de desintegra-
ción de prejuicios, afirmación de derechos y 
conquista de ciudadanía homo-afectiva15.

La ley considera violencia doméstica y fa-
miliar contra la mujer cualquier acción u omi-
sión basada en el género que cause muerte, 
lesión, sufrimiento físico, psicológico o sexual 
a la mujer, como establece la Convención de 
Belém do Pará, y además agregó el daño mo-
ral y patrimonial que esa violencia también 
suele causar a las mujeres. 

Aun siguiendo la línea de la leyes más mo-
dernas, la LMP trata de explicar, en su art. 7º, 
pedagógicamente, en qué pueden consistir, 
una a una, las formas de violencia vividas por 
las mujeres en su cotidianeidad doméstica y 
familiar, así como en sus relaciones íntimas 
de afecto16. 

La Ley determina mecanismos y medidas 
de prevención, protección y asistencia a las 
mujeres en situación de violencia, así como 
de sanción y reeducación de los agresores.

Con el fin de garantizar el tratamiento 
integral a las mujeres, la LMP prevé la crea-
ción de los Juzgados de Violencia Doméstica 
y Familiar contra la Mujer (JVDFM), los cuales, 
para su mejor funcionamiento, deberán con-
tar con un equipo de atención multidisciplina-
rio, con profesionales especializados en áreas 
psicosocial, jurídica y de salud (art. 29)17.

Esos juzgados tienen competencia civil y 
penal para todos los casos derivados de la 
práctica de violencia doméstica y familiar 
contra la mujer (art. 14 LMP). Por tanto, el 
mismo JVDFM que conceda la medida pro-
tectiva de urgencia a la víctima es el que 
conduce el proceso penal contra el agresor; 
concede la medida cautelar de separación 
de cuerpos y después también hace la se-
paración judicial; decide sobre alimentos y 
custodia de hijos/as; y será el mismo JVDFM 
competente para resolver todas las cuestio-
nes civiles y penales derivadas de aquel acto 
de violencia. Así es, por lo menos, lo que 
se plantea en la ley para que tenga sentido 
que exista un juzgado específico que trate la 
cuestión de forma integral. 

La Ley prevé la necesidad de crear redes 
de protección y apoyo a las mujeres en situa-
ción de violencia doméstica y familiar, inte-
gradas por servicios interinstitucionales que, 
además de los JVDFM, pueda contar con cen-
tros de atención psicosocial y jurídico, casas 
refugio, comisarías especializadas, núcleos de 
defensoría pública, servicios de salud y cen-
tros de pericia médico-legal especializados, 
centros de educación y rehabilitación para los 
agresores, entre otros (art. 35).

La LMP trata también sobre medidas in-
tegradas de prevención (art. 8º), las que par-
ticularmente encuentro imprescindibles para 
crear condiciones favorables para lograr su 
eficacia. Ahí se incluyen medidas de integra-

15 Maria Berenice Dias es desembargadora (jueza de segunda instancia) del Tribunal de Justicia del Estado de Rio Grande do Sul que ha 
desarrollado mucho el tema de la homo-afectividad de los derechos y es una muy activa jueza en el tema de la Ley Maria da Penha.

16 Para consultar las definiciones sobre las diversas formas de violencia previstas en la LMP (física, psicológica, sexual, patrimonial y moral), 
ver www.spmulheres.org.br, donde se encuentra disponible la íntegra de la Ley Maria da Penha en español.

17 Ver artículos 30 y 31 de la LMP sobre el rol del equipo de atención multidisciplinaria. 



26

ción operacional del Poder Judicial, Ministe-
rio Público y Defensoría Pública con áreas de 
seguridad pública, asistencia social, salud, 
educación, trabajo y vivienda; promoción de 
estudios e investigaciones, estadísticas y otras 
informaciones con perspectiva de género/
raza/etnia, así como a causas, consecuencias 
y frecuencia de la violencia para su sistema-
tización, unificación y evaluación periódica 
de datos y resultados de las medidas adop-
tadas; respeto de valores éticos y sociales de 
la persona y de la familia, en medios de co-
municación social, para cohibir roles estereo-
tipados que legitimen o exacerben la violen-
cia doméstica y familiar; atención policíaca 
especializada para mujeres, en particular en 
Comisarías de Atención a la Mujer; campañas 
educativas de prevención dirigidas al público 
escolar y a la sociedad, y difusión de la LMP 
y de instrumentos de derechos humanos de 
las mujeres; celebración de convenios, proto-
colos, ajustes, términos u otros de promoción 
de acción y programas entre organismos gu-
bernamentales o entre éstos y ONGs; capacita-
ción permanente de las Policías Civil y Militar, 
Guardia Municipal, Cuerpo de Bomberos y de-
más profesionales con relación a género/raza/
etnia; programas educativos con perspectiva 
de género/raza/etnia; inclusión en currículos 
escolares de todos los niveles de enseñanza, de 
contenidos sobre derechos humanos, equidad 
de género/raza/etnia y violencia doméstica y 
familiar contra la mujer.

La LMP contiene también un capítulo es-
pecífico sobre atención en la policía, estable-
ciendo las medidas que deben ser adopta-
das por la autoridad a partir de la denuncia. 
Entre ellas está la protección policíaca a la 
mujer; su envío al hospital o puesto de salud 
y al Instituto Médico Legal; el transporte para 
la mujer y sus dependientes a refugio o local 
seguro cuando haya riesgo de vida; el acom-
pañamiento de la mujer para retirar sus per-
tenencias del local donde ocurrió la violencia 
o del domicilio si fuese necesario; informar a 
la mujer todos los derechos que le confiere la 
LMP y los servicios disponibles (art. 11). 

Bajo la LMP, en todos los casos de violen-
cia doméstica y familiar contra la mujer se 
deben hacer registros de ocurrencia y todos 
los procedimientos investigativos acostum-
brados en un expediente policial, incluyendo 
determinación para examen de cuerpo de 
delito de la víctima y otros exámenes pericia-
les. Ahora, la ley innova también al admitir 
como medios de prueba forense los certifi-
cados o prontuarios médicos de hospitales 
y puestos de salud. Después de recolectadas 
las pruebas, de haber escuchado al agresor, 
a los testigos, obtenidas las hojas de ante-
cedentes penales del agresor y demás pro-
videncias, la autoridad policíaca remite el 
expediente, en el plazo legal, al Ministerio 
Público y al Juez/a (art. 12).

La LMP se aplica a todos los casos de vio-
lencia doméstica y familiar contra la mujer 
y, como ya se ha observado, elimina de la 
Ley 9099/95 cualquier competencia sobre 
los crímenes practicados en ese contexto, in-
dependientemente de la pena (art. 41 LMP). 
Así, también pasó a permitir la prisión en fla-
grante delito y la prisión preventiva (art. 20 
LMP) del agresor, en casos que la 9099/95 
no autorizaba. Pero la prisión es siempre una 
medida excepcional y debe ser aplicada de 
forma restrictiva, de acuerdo con el análisis 
del caso concreto. 

Una de las importantes innovaciones en 
el trabajo de la policía, es el deber de la au-
toridad de remitir en 48 horas al JVDFM, en 
expediente separado, el pedido de la mujer 
para la concesión de medidas de protección 
de urgencia (art. 12, III), para que el juez/a, en 
el mismo plazo, también lo decida (art.18). 
Es fundamental que las mujeres sepan cuáles 
son las medidas que tienen a su disposición 
para que puedan valerse de ellas cuando se 
encuentran en situación de riesgo, y hacer su 
solicitud de forma adecuada en el momento 
de la denuncia en la comisaría. Como ejem-
plo, se destacan:

Medidas de protección de urgencia que 
obligan el agresor: suspensión de la posesión 
o restricción del porte de armas con comuni-
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En cuanto 
a la asis-
tencia jurí-
dica, la ley 
determina 
como obli-
gatorio el 
a c o m p a -
ñamiento 
de la abo-

cación al organismo competente; alejamiento 
del hogar, domicilio o local de convivencia con 
la víctima; prohibición de determinadas con-
ductas, entre las cuales están: a) aproximación 
a la víctima, sus familiares y testigos, fijando 
límite mínimo de distancia; b) contacto con la 
víctima, sus familiares y testigos por cualquier 
medio de comunicación; c) frecuentar deter-
minados lugares para preservar la integridad 
física y psicológica de la víctima; restricción o 
suspensión de visitas a los dependientes me-
nores, escuchado el equipo de atención mul-
tidisciplinaria o servicio similar; prestación de 
alimentos provisionales o provisorios (art. 22 
LMP).

Medidas de protección de urgencia a la 
víctima: enviar a la víctima y dependientes al 
programa oficial /comunitario de protección 
/atención; determinar reconducción de la 
víctima y dependientes al domicilio, después 
del alejamiento del agresor; determinar ale-
jamiento de la víctima del hogar, sin perjuicio 
para los derechos relativos a bienes, custodia 
de los hijos y alimentos; determinar la sepa-
ración de cuerpos (art. 23 LMP).

La ley no se ha olvidado de proteger y re-
parar con medidas céleres los posibles daños 
al patrimonio de la mujer y de la familia. En 
ese sentido, en el contexto de la violencia, 
la LMP innova al prever expresamente las si-
guientes medidas de protección patrimonial: 
restitución a la víctima de bienes indebida-
mente sustraídos por el agresor; prohibición 
temporal para la celebración de actos y con-
tratos de compra, venta y locación de la pro-
piedad en común salvo expresa autorización 
judicial; suspensión de los poderes dados por 
la víctima al agresor; prestación de caución 
provisoria, mediante depósito judicial, por 
pérdidas y daños materiales derivados de la 
práctica de violencia (art. 24 LMP).

Todas esas medidas de protección podrán 
ser concedidas a pedido del Ministerio Pú-
blico o de la víctima (art.19, caput), aplica-
das de inmediato, independientemente de 
audiencia y de manifestación del Ministerio 
Público (art.19, §1º), de manera aislada o 
acumulativa, y sustituidas en cualquier mo-
mento por otras de mayor eficacia, cada vez 
que los derechos reconocidos en esta Ley 
sean amenazados o violados (art.19, §2º)18.

Otro punto de gran innovación ha sido 
la incorporación de medidas de asistencia a 
la mujer en situación de violencia doméstica 
y familiar que garantizan: la inclusión de la 
mujer, por plazo determinado, en el catas-
tro de programas de asistencia del gobierno 
federal, estadual y municipal (art. 9º §1º); 
el acceso con prioridad al traslado, cuando 
sea funcionaria pública de la administración 
directa o indirectamente (art. 9º §2º, I); el 
mantenimiento del vínculo laboral, cuando 
sea necesario el alejamiento del local de tra-
bajo, por hasta seis meses (art. 9º §2º, II); 
el acceso a los servicios de contracepción de 
emergencia, prevención de ESTs y VIH/AIDS 
y el aborto legal (art. 9º §3º). 

En cuanto a la asistencia jurídica, la ley de-
termina como obligatorio el acompañamien-
to de abogado/a para la mujer en todos los 
actos procesales, civiles y penales (no exigido, 
todavía, para pedir medidas protectivas, art. 
27). Establece aun que toda mujer tiene dere-
cho al servicio de la Defensoría Pública o Asis-
tencia Judiciaria Gratuita en la policía y en la 
justicia, con atención específica y humanizada 
(art. 28). Además, la víctima debe ser perso-
nalmente notificada de los actos procesales 
relativos al agresor, especialmente de aquellos 
que conciernen el ingreso y la salida de la pri-
sión (art. 21) y ella no podrá entregar intima-
ción o notificación al agresor (art. 21, párrafo 
único), como increíblemente suele ocurrir.

18 Además, establece el párrafo 3º del art. 19 de la LMP: “El juez podrá, mediante solicitud del Ministerio Público o de la ofendida, conceder 
nuevas medidas de protección de urgencia o revertir aquellas ya concedidas, si lo entiende necesario para la protección de la ofendida, de 
sus familiares y de su patrimonio, oído el Ministerio Público”.
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En las acciones penales públicas condiciona-
das a la representación de la víctima, sólo se 
admitirá la renuncia (o retractación) a la repre-
sentación ante el juez/a, en audiencia especial-
mente designada, antes de recibida la denun-
cia y oído al Ministerio Público (art. 16).

En cuanto a sanciones, la LMP no ha in-
terferido en las penas del Código Penal, a 
excepción de incluir el contexto de violencia 
doméstica y familiar contra la mujer en el rol 
de los agravantes generales; cambiar el míni-
mo y máximo de la pena del crimen de lesión 
corporal practicada en contexto de violencia 
doméstica (detención de 3 meses a 3 años) 
y aumentar en un tercio la pena si el crimen 
es cometido contra persona con discapaci-
dad (art. 44). Además, ante la banalización 
ocurrida con la Ley 9099/95, la LMP ha pro-
hibido expresamente la aplicación de penas 
de canasta básica u otras de prestación en 
dinero, así como la sustitución de pena que 
implique el pago aislado de multa (art.17). 
Incidiendo sobre la Ley de Ejecución Penal, se 
prevé aun que, en casos de la LMP, el juez/a 
podrá determinar la concurrencia obligatoria 
del agresor a programas de recuperación y 
reeducación (art. 45).

La LMP no prevé mecanismo de segui-
miento y evaluación, pero determina que las 
estadísticas sobre los casos sean incluidas en 
las bases de datos de los organismos oficiales 
del Sistema de Justicia y Seguridad para sub-
sidiar el sistema nacional de datos e informa-
ciones relativo a las mujeres, y además, que 
las Secretarías de Seguridad Pública de los 
Estados y del Distrito Federal podrán enviar 
sus informaciones penales para la base de 
datos del Ministerio de Justicia (art. 38).

Además, la dimensión colectiva de defen-
sa de los intereses y derechos trans-indivi-
duales previstos en la ley puede ser ejercida, 
de manera concurrente, por el Ministerio Pú-
blico y por asociación del área, regularmente 
constituida  por lo menos un año (art. 37).

Por fin, es importante señalar que la LMP 
aboga para que Unión, Estados, Distrito Fe-
deral y Municipios promuevan la adaptación 

de sus organismos y de sus programas a di-
rectrices y principios de esa ley (art. 36) y, en 
cuanto al fundamental tema del presupues-
to, incluso que se establezcan dotaciones 
presupuestarias específicas, en cada ejercicio 
financiero, para poner en práctica las medi-
das en ella establecidas (art. 39), así como 
que en el Poder Judicial se pueda prever re-
cursos para la creación y el mantenimiento 
del equipo de atención multidisciplinaria, en 
los términos de la Ley de Directrices Presu-
puestarias (art. 32).

•	 Desafíos	emergentes	de	la	ley

Las normativas sirven como una herra-
mienta para que concretemos principios, 
garanticemos derechos, hagamos realidad 
nuestra ciudadanía. Una ley que abarca la 
violencia doméstica contra la mujer en am-
plia dimensión –y no la ha tratado de ma-
nera aislada, sino conectada a políticas pú-
blicas intersectoriales– tiene, pues, múltiples 
desafíos.

En un año de vigencia de la ley se sigue 
con muchas angustias, ansiedades, obstá-
culos, desafíos, pero más que todo, desde 
nosotras las feministas y desde voces aliadas, 
firmemente se cree en la capacidad de supe-
rarlos y poner en práctica los estándares nor-
mativos que la ley incorpora, por considerar-
los adecuados para el manejo ciudadano de 
tan complejo fenómeno. 

El trabajo de implementación de la LMP 
está apenas empezando. Hay que saber in-
terpretar la LMP y el problema de la violencia 
doméstica y familiar contra la mujer.

Pese a toda la celebración a la ley, te-
nemos un campo de resistencias increíble, 
como era, por supuesto de esperarse, en el 
discurso y en la práctica, desde distintos ac-
tores.

Los argumentos son de lo más diversos y, 
obviamente, vienen con especial fuerza des-
de el universo socio-jurídico: invocaciones 
de inconstitucionalidad de la ley por herir 
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el principio de igualdad y los institutos des-
penalizadores; ataques al uso del derecho 
penal como medida afirmativa para enfren-
tar la violencia contra la mujer; problemas 
con el juzgado específico y unificado; pocas 
observaciones de orden técnico y, también, 
ambigüedades por todos lados. 

Lo que se percibe es que aún hay una 
permisividad muy grande cuando se habla 
de violencia contra la mujer, en especial en el 
ámbito doméstico y familiar, en total conso-
nancia con lo que se puede considerar como 
algo de menor gravedad. Es un proceso 
muy arduo lograr la comprensión del tema 
en toda la sociedad y de cómo tratarlo ade-
cuadamente en las instituciones, aun con el 
parámetro legal de la LMP y de los tratados 
internacionales.

De otro lado, lo que destacan general-
mente los medios de comunicación a nivel 
nacional sobre la ley –enfatizando sólo y dis-
torsionadamente el aspecto punitivo–, tam-
poco ayuda mucho, sino que por contrario, 
en varios casos agrava la dificultad de un 
abordaje adecuado a su comprensión. Si de 
hecho nosotras no esperamos del derecho 
penal la solución para la violencia contra la 
mujer –al contrario, abogamos también un 
derecho penal mínimo– tampoco podemos 
dejar de usar el sistema disponible para los 
casos en que efectivamente se hace necesa-
rio acudir a institutos penales, y se hace.

Pero parece más fácil detenerse en ese 
campo que pensar alternativas conjuntas –y 
viabilizar la protección e incluso penas alter-
nativas adecuadas– para avanzar en el en-
frentamiento del problema y reconocer que 
hasta el derecho penal –como otros campos 
del Derecho, con todas sus distorsiones– sí 
debe ser aplicado para garantizar la integri-
dad y la vida de la mujer y sus dependien-
tes, prevenir ocurrencias más graves y hacer 
frente a la impunidad. Sobran ejemplos de 
casos en que no fueron aplicadas las me-
didas protectivas, no fueron efectuadas las 
detenciones provisorias y luego mujeres y 
niños fueron muertos. No es una ecuación 

fácil, pero eso implica conocer la dinámica 
de género de la violencia doméstica y fami-
liar que, desafortunadamente, pocos cono-
cen y muchos se resisten a conocerla. Implica 
responsabilidad y sentido en la aplicación de 
la ley a los casos concretos. ¡Ningún uso del 
derecho es algo fácil para nosotras!

A nivel de la práctica, los elementos para 
un monitoreo y evaluación aún no son su-
ficientes para tener un panorama de la real 
situación nacional y el tema de estadísticas, 
así como de indicadores que son retos a lar-
go plazo. La propuesta desafiante de un Ob-
servatorio de la Ley empieza a ponerse en 
marcha y es estrategia fundamental.

Hay pocos relatos positivos puntuales, 
pero aún suele predominar un no saber muy 
bien  qué hacer ni cómo hacer desde las mu-
jeres y las instituciones, lo que es hasta cierto 
punto comprensible en un proceso de cons-
trucción colectiva que toma tiempo lograr.

Además, hay que estar atentas al riesgo 
de no banalizar la propia utilización de la ley, 
como si todo y cualquier problema que no 
tenga de hecho que ver con ella, a ella se 
remita.

Los equipamientos y servicios intersec-
toriales a disposición de las mujeres son un 
tema de gran desafío y su efectiva acción 
en red es un reto que se espera lograr a lo 
largo de la implementación de la ley y de-
penderá de una continua e intensa inversión 
en capacitación humana y aporte financiero, 
desde el ámbito federal, estadual y munici-
pal. A propósito, en la 39ª sesión del Comité 
CEDAW, el gobierno informaba que había 
96 centros de referencia, 65 refugios y 396 
comisarías especializadas de mujeres especí-
ficamente entrenadas, 15 unidades de De-
fensorías Públicas para las mujeres, así como 
139 JVDFMs (en contraste con los cerca de 
40 que se divulga en el país). Además de que 
en números eso es muy reducido para un país 
con las dimensiones de Brasil, no se aborda 
tanto en profundidad sobre sus condiciones 
reales de existencia y funcionamiento.

Los problemas 
inherentes a la 
violencia domés-
tica y familiar 
contra la mujer 
siguen existien-
do y la LMP no 
es una fórmula 
mágica para so-
lucionarlos, sino 
un instrumento 
para ayudar a 
enfrentarlos.
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Operacionalizar la LMP exige mucho del 
Estado y de la sociedad civil en su más am-
plio sentido, en términos culturales y de ac-
ciones prácticas efectivas institucionales. 

Los problemas inherentes a la violencia 
doméstica y familiar contra la mujer siguen 
existiendo y la LMP no es una fórmula má-
gica para solucionarlos, sino un instrumento 
para ayudar a enfrentarlos. Los dilemas para 
que la mujer denuncie o no seguirán exis-
tiendo a pesar de esa normativa, y el trabajo 
desarrollado en el campo socio-jurídico y de 
las políticas públicas, en el discurso y en la 
práctica, en los medios, en la cultura y funda-
mentalmente en los servicios dirigidos a la in-
formación, prevención y atención a víctimas 
y agresores es que, a mediano y largo plazo, 
va a poder cambiar algo en el escenario tan 
complejo y difícil que hoy se nos presenta.

El desafío está puesto y estamos dispues-
tas a enfrentarlo. Dejemos el discurso de 
culpabilizaciones y pasemos al campo de las 
responsabilidades.

Para una eficaz implementación de la ley, 
es crucial que tanto desde el Estado –a nivel 
de sus políticas y servicios en los ámbitos fe-
deral, estadual y municipal– cuanto desde los 
demás actores no estatales involucrados en la 
atención al problema, en sus distintos roles, 
se tome en cuenta los emergentes desafíos 
de conocer la LMP, comprenderla, apropiar-
se de ella y difundirla ampliamente; dialogar 
con los sectores de resistencia y de ataque 
contrarios a la LMP, y también incorporar las 
críticas que sean constructivas en el proceso 
de perfeccionamiento  de la ley y de su apli-
cación; definir estrategias de implementa-
ción de la LMP en los distintos campos y con 
múltiples actores; lograr el establecimiento y 
buen funcionamiento de los JVDFMs y demás 
servicios especializados de la policía y de la 
justicia, en todo el territorio nacional, en los 
términos de la ley, con soporte del equipo 

de atención multidisciplinaria, creación y ar-
ticulación con redes de apoyo de servicios 
intersectoriales previstos en la ley; articular 
permanentemente los diversos sectores en 
una red de atención; sensibilización y capa-
citación periódicas de profesionales para el 
cumplimiento de la ley; incidir efectivamente 
en las propuestas presupuestales en todos 
los niveles pertinentes; prestar atención a la 
posibilidad de ajustes doctrinarios, jurispru-
denciales y aun legales que deriven de la me-
jor aplicación de la ley; el efectivo, integral 
y sistemático monitoreo y evaluación de la 
ley, en especial por medio de la implemen-
tación del Observatorio de la LMP; construir 
buenas experiencias y prácticas en el marco 
de la LMP, entre otras acciones dirigidas a la 
construcción y verificación de indicadores 
eficientes para medir el impacto de la ley a 
corto, medio y largo plazo.

Cabe mencionar la preocupación y las 
recomendaciones del Comité CEDAW emi-
tidas el10 de agosto de 2007, con ocasión 
del cierre del 39º periodo de sesiones, que 
examinó el VI Informe Nacional Brasileño 
(2001-2005)19:

El Comité encomia la promulgación por el Es-
tado Parte de la importante nueva legislación so-
bre violencia en el hogar, la Ley 11.340 (Ley Maria 
da Penha), de 7 de agosto de 2006, conforme a 
las recomendaciones formuladas en sus observa-
ciones finales anteriores, así como otras medidas 
adoptadas por el Estado Parte para combatir la 
violencia contra la mujer, pero expresa su preocu-
pación por el carácter generalizado de la violencia 
contra las mujeres y las niñas esté ampliamen-
te diseminada y aparentemente sub-notificada. 
También se preocupa con el hecho que, al pare-
cer, no se denuncia suficientemente. Le preocupa 
también que la sociedad en general aún no haya 
reconocido esta forma de violencia como una vio-
lación a los derechos humanos. (Párrafo 21)

En ese sentido, el Comité exhorta al Estado 
Parte a que siga dando prioridad a la eliminación 

19 Ver Documento CEDAW/C/BRA/CO/6 (versión avanzada no editada) disponible en www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/39sess.htm.
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de todas las formas de violencia contra la mujer, 
incluida la violencia en el hogar, y a que adopte 
rápidamente medidas eficaces para la aplicación 
plena de las nuevas leyes, como la creación a la 
mayor brevedad de tribunales especiales que en-
tiendan en casos de violencia en el hogar en todo 
el país, y la participación plena de todos los ac-
tores competentes, incluidas las organizaciones 
no-gubernamentales, los funcionarios judiciales y 
otros profesionales que se ocupan de la elimina-
ción de la violencia contra la mujer. Asimismo, el 
Comité recomienda el seguimiento y la evalua-
ción sistemáticos de los efectos de la Ley 11.340 
(Ley Maria da Penha), entre otras cosas mediante 
la reunión de datos desglosados según el tipo de 
violencia y la relación entre el perpetrador y la 
víctima. El Comité recomienda también que se 
emprendan nuevas campañas de concienciación 
del público respecto del carácter inaceptable de 
la violencia contra la mujer por tratarse de una 
violación de los derechos humanos. El Comité 
alienta el Estado Parte a que tenga plenamen-
te en cuenta su recomendación general 19 del 
Comité y la información contenida en el Estudio 
a fondo del Secretario General sobre todas las 
formas de violencia contra las mujeres (A/61/122 
e Add.1 e Add.1/Corr.1). (Párrafo 22) 

La Ley Maria da Penha es sin duda el re-
sultado de esfuerzos y acciones de muchos 
actores sociales y políticos, y su implementa-
ción exige lo mismo.

Esperamos que la Ley Maria da Penha tor-
ne efectiva la consigna que categóricamente 
asevera, en el sentido de que: toda mujer, 
independientemente de clase, raza, grupo 
étnico, orientación sexual, ingresos, cultu-

ra, nivel educacional, edad y religión, goza 
de los derechos fundamentales inherentes 
a la persona humana, siéndole aseguradas 
las oportunidades y facilidades para vivir sin 
violencia, preservar su salud física y mental 
y su perfeccionamiento moral, intelectual y 
social (art. 2º) y, además, que se asegurarán 
a las mujeres las condiciones para el ejerci-
cio efectivo de los derechos a la vida, a la 
seguridad, a la salud, a la alimentación, a la 
educación, a la cultura, a la vivienda, al acce-
so a la justicia, al deporte, al esparcimiento, 
al trabajo, a la ciudadanía, a la libertad, a la 
dignidad, al respeto y a la convivencia fami-
liar y comunitaria (art. 3º). 

Para ello, dice la ley, el poder público de-
sarrollará políticas que garanticen los dere-
chos humanos de las mujeres en el ámbito 
de las relaciones domésticas y familiares en 
el sentido de protegerlas contra toda forma 
de negligencia, discriminación, explotación, 
violencia, crueldad y opresión (art. 3º párrafo 
único).

Para dar eficacia a la ley, antes de todo, 
también hay que dar eficacia a las medidas 
recomendadas y aún pendientes de cumpli-
miento ante el sistema interamericano de 
derechos humanos en el caso Maria da Pen-
ha, que tanto ha inspirado la ley. Y para em-
pezar, el Estado brasileño debe hacer el pago 
de la indemnización debida, así como insta-
lar el procedimiento interno para señalar la 
responsabilidad por la demora injustificada 
en el ámbito del sistema judicial. Si no, ¿qué 
tanto más se puede esperar? 
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Bolivia: De la Ley 1674 contra la VIF a la Ley integral 
contra la violencia hacia la mujer

Magali María Chávez Vega

•	 Situación	de	la	violencia	contra	la	
mujer boliviana

La violencia contra las mujeres constituye, 
sin duda, la más masiva y extendida forma 
de violación de los derechos humanos de las 
mujeres. A pesar de ello, se percibe graves 
falencias en la respuesta del Estado frente a 
este flagelo, constituyendo un incumplimien-
to de las obligaciones específicas que han 
asumido con la ratificación de la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la 
Violencia contra la Mujer (Belém do Pará).

Las mujeres a través de la historia, tuvie-
ron que luchar por una parte, para acceder 
al goce y ejercicio de aquellos derechos con-
sagrados en los instrumentos jurídicos uni-
versales bajo la premisa de la igualdad, a la 
vez que luchar para la inclusión de sus nece-
sidades e intereses específicos bajo la premi-
sa de su diferencia sexual. 

Las desigualdades sociales, económicas y 
culturales –muchas veces disfrazadas con mil 
argumentaciones– todavía alimentan formas 
de violencia individual o colectiva, en las cua-
les es difícil precisar dónde empieza y dónde 
termina lo instintivo y lo cultural.

La violencia contra la mujer es derivada de 
las relaciones de dominación de lo masculi-
no sobre lo femenino, tiene como “factor de 

riesgo el solo hecho de ser mujer” (Análisis 
de Equidad de Género en Bolivia, 2003).

De cada 10 mujeres 7 sufren algún tipo 
de violencia. En el periodo comprendido en-
tre el último semestre  de 2003 y el primero 
de 2004, un 88% de las mujeres sufrieron 
algún tipo de violencia, frente a un 12% de 
hombres1.

Según datos del  Sistema de Información 
para la Vigilancia Ciudadana del CIDEM2, en 
el año 2004 se registraron en las Brigadas 
de Protección a la Familia, 33.175 casos en 
todo el país, manteniéndose la relación de 7 
de cada 10 mujeres que sufren algún tipo de 
violencia en sus hogares. Los casos origina-
dos en hechos de violencia intrafamiliar que 
llegan a los establecimientos de salud son al-
rededor de 2.000 al año3. 

A partir de la Encuesta Nacional  de Demo-
grafía y Salud efectuada en el 2003, el 54% 
de las mujeres casadas o con compañero per-
manente reportaron haber  sido víctimas de 
algún tipo de violencia psicológica, especial-
mente expresiones de violencia verbal. Según 
la misma encuesta, el 41% de las mujeres del 
área rural han sido  forzadas a tener relaciones 
sexuales con desconocidos.

En la actualidad no se cuenta con infor-
mación estadística completa y confiable de 
todo el país sobre violencia intrafamiliar o 

1 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW) Consideraciones de los informes presentados por los Estados 
partes en virtud del Art. 18 de la CEDAW, párr. 55.

2 CIDEM. Centro de información y documentación de la mujer.
3 FUENTE ESNISS.
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doméstica y violencia sexual contra las mu-
jeres, debido tanto a la multiplicidad de or-
ganismos involucrados, como a la mala ca-
lidad de la información que se produce, ya 
sea porque está incompleta, porque hay sub 
registro, o surge de fuentes segmentadas. A 
ello se le suma la acumulación de procesos, y 
la falta de desagregación por sexo y por deli-
tos específicos, entre otras debilidades.

En los casos de feminicidio la informa-
ción es aún más deficiente; no se cuenta 
con información estadística oficial sobre el 
asesinato a mujeres por razones de género, 
debido también a que aún en Bolivia no se 
tiene como figura típica penal el feminicidio. 
La única información que se tiene es la ela-
borada a partir de investigaciones realizadas 
por organizaciones privadas como Red Ada 
y El Centro Gregoria Apaza en cuyas conclu-
siones se destaca el hecho de la aplicación 
de atenuantes a los homicidas de mujeres, 
cambiando la figura jurídica de asesinato a 
“homicidio por emoción violenta”. Durante 
el periodo que engloba esta investigación 
entre el 2003 y 2004 se registraron 439 mu-
jeres asesinadas por sus esposos, enamora-
dos, amantes, concubinos, parientes o veci-
nos, casos de los cuales tan solo 18 tienen 
sentencia y 2 se encuentran en proceso4. 

La violencia intrafamiliar está regida por 
la Ley 1674 contra la violencia en la fami-
lia o doméstica que se ha concentrado en la 
prevención y atención de la violencia intrafa-
miliar, con medidas insuficientes en la san-
ción. Asimismo se ha promulgado la Ley de 
Protección a las víctimas de Delitos contra la 
Libertad Sexual, empero la normativa penal 
mantiene una disposición que consagra una 
“excusa legal absolutoria” cuando el agresor 
contrae matrimonio con la víctima antes de 
que la sentencia quede ejecutoriada. Este as-
pecto se constituye en hecho discriminatorio 
en contra de la mujer.

Actualmente se tiene en discusión el pro-
yecto de Ley contra el acoso y violencia polí-
tica en razón de género; el propósito de este 
proyecto es garantizar el ejercicio y las fun-
ciones de las mujeres en los gobiernos muni-
cipales frente a eventuales actitudes violen-
tas, protegiendo sus derechos políticos en la 
representación pública municipal. Después 
de un gran debate el proyecto fue aprobado 
por una de las cámaras del Parlamento y aún 
existe resistencia para dar continuidad a su 
aprobación plena.

Habiendo el Estado Boliviano ratificado 
el Estatuto de Roma (Corte Penal Interna-
cional), la legislación interna aún no ha in-
corporado la conceptualización de violación 
que define de forma amplia este instrumen-
to legal, siendo este un aspecto de suma 
importancia para llegar a la sanción de los 
hechos que violan los derechos de las muje-
res en delitos sexuales.

 
•	 Ley	1674	contra	la	violencia	en	la	

familia o doméstica

Para Bolivia, la saga de articulación inter-
nacional por los derechos de las mujeres em-
pieza con la Convención Internacional para 
eliminar todas las formas de discriminación 
contra la mujer (CEDAW), identificada como 
la  carta magna de los derechos de las mu-
jeres y ratificada mediante Ley por el Estado 
boliviano en septiembre de 1989, después 
de 10 años de haber sido promulgada por 
la ONU. Asimismo la ratificación el 18 de 
octubre de 1994, de la Convención Intera-
mericana para prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia contra la mujer “Convención de 
Belém do Pará”. 

En el caso de Bolivia, la Ley 1674, de pro-
tección a las víctimas de violencia intrafami-
liar, es promulgada como Ley No. 1674, en 

Esta ley es un 
instrumento que 
sirve de bandera 
de lucha para 
que se continúen 
exigiendo los 
derechos de las 
personas, debi-
do a que ahora 
los problemas 
de la familia 
son reconocidos 
como problemas 
sociales, es decir 
que pasan de lo 
estrictamente 
privado a lo pú-
blico.

4 Estudio realizado por la Red Ada y Gregoria Apaza. El inventario de la muerte: Feminicidio en Bolivia, enero 2005.
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fecha 15 de diciembre de 1995 y su Decreto 
Reglamentario, en fecha 6 de julio de 1998.

Esta ley es un instrumento que sirve de 
bandera de lucha para que se continúen exi-
giendo los derechos de las personas, debido 
a que ahora los problemas de la familia son 
reconocidos como problemas sociales, es de-
cir, que pasan de lo estrictamente privado a 
lo público.

- El objetivo de esta ley es:
• Cambiar el ordenamiento jurídico que 

legitimaba la violencia hacia la mujer, en ra-
zón de parentesco (El anterior Código Penal  
regulaba como lesiones atípicas, la violencia 
doméstica de las mujeres, inhabilitándolas 
para seguir una acción penal, en razón de 
que su agresor era su esposo, concubino, o 
algún familiar, etc.).

• Que el Estado asuma como política pú-
blica la defensa de los derechos de las mu-
jeres.

• Que las mujeres, a través de los servicios 
estatales, se sientan protegidas y atendidas en 
la solución de sus problemas de violencia.

• Darle un contenido político al transfor-
mar en público una problemática estricta-
mente privada.

Contenido de la Ley 1674

 La Ley contra la violencia en la familia o 
doméstica protege, la integridad física, psi-
cológica, moral y sexual de  toda la familia 
sean varones o mujeres, sin distinción de 
ninguna naturaleza. 

Establece dos formas de sanciones: mul-
ta y arresto. Como medidas alternativas a la 
ejecución de la sanción la terapia psicológica 
y el trabajo comunitario. La sanción se pue-
de incrementar de acuerdo a los agravantes 
también establecidos por ley.

Rige la creación de una Caja de Multas, 
destinadas al funcionamiento de las casas 
u hogares de refugio temporales y otros si-
milares. Asimismo contempla la creación de 

Servicios Legales Integrales para la atención 
específica de casos de violencia intrafamiliar 
y las Brigadas de Protección a la Familia que 
se encarga de practicar las diligencias orien-
tadas a la individualización de los autores y  
partícipes, reunir o asegurar los elementos 
de prueba y prestar el auxilio necesario e in-
mediato a la víctima.

Las autoridades competentes para conocer 
y sancionar denuncias de violencia intrafami-
liar o doméstica son: En las ciudades el Juez 
de Instrucción de familia y en las provincias 
los Jueces de Instrucción. En las Comunidades 
indígenas y campesinas: Autoridades comu-
nitarias y Autoridades originarias o naturales.

Al efecto de la inmediata protección a 
las víctimas de violencia intrafamiliar y do-
méstica la Ley 1674 establece medidas de 
protección como las Medidas Cautelares y 
las Medidas Provisionales. Entre ellas están: 
prohibir o restringir temporalmente la pre-
sencia del denunciado en el hogar conyu-
gal; ordenar la restitución de la víctima al 
hogar del que hubiera sido alejada con vio-
lencia; autorizar a la víctima el alejamiento 
del hogar común y disponer la entrega in-
mediata de sus efectos personales; disponer 
el inventario de los bienes muebles e inmue-
bles de propiedad de la comunidad ganan-
cial y  prohibir o limitar la concurrencia del 
denunciado al lugar de trabajo de la vícti-
ma. En relación a los/as hijos/as la tenencia y 
una asistencia familiar. Estas son disposicio-
nes temporales y  no pueden sobrepasar el 
tiempo de duración del proceso. 

La ley también señala la obligatoriedad 
de denunciar, de los trabajadores en salud 
de establecimientos públicos o privados que 
reciban o presten atención a las víctimas de 
violencia, además del registro de los casos 
en la ficha de utilización nacional y la remi-
sión de obrados a la Brigada, Fiscalía, Policía, 
Juzgado o SLIMS  dentro las 48 horas.

Otra obligación del sector salud es la ex-
pedición del certificado médico o informes 
de los auxiliares, con carácter gratuito, de-

contra al 
violencia 
fami l iar 
protege, 
la inte-
g r i d a d 
f í s i c a , 
psicoloó-
gica, mo-
ral sexual 
de toda 
la familia 
sean va-
rones o 
mujeres, 
sin distin-
ción de ti-
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biendo otorgarse en papel corriente con solo 
firma y sello del profesional.

Se otorga atribuciones al Ministerio Públi-
co para llevar a cabo conciliaciones y además 
ordenar medidas de protección a la víctima.

La ley contempla la prohibición de acuer-
dos que legitimen los actos de violencia y 
aquellos referentes a renuncia de derechos 
de la víctima.

Finalmente se establece la Opción Jurisdic-
cional, es decir, la violencia puede ser denun-
ciada por la vía familiar o penal pero en nin-
gún caso se puede plantear  ambas acciones.

• Limitaciones para la aplicación de 
la Ley 1674

   
Si bien la Ley 1674 constituye un adelanto 

en defensa de los derechos de las mujeres, es 
también claro que esta norma ha ingresado a 
un ámbito de ineficacia por la falta de cum-
plimiento y participación efectiva de todas las 
instancias corresponsables de su aplicación.

Las sanciones de la ley resultan intrascen-
dentes porque no resuelven los problemas 
de fondo. Se critica su ineficacia, ya que pos-
terior a la aplicación de las sanciones se está 
produciendo un mayor grado de agresión a 
la víctima con un sentido de venganza. En 
otros casos los agresores pagan sin dificultad 
los montos irrisorios establecidos como mul-
ta y continúan con la agresión.

Existen dificultades de coordinación por-
que la Ley 1674 no ha definido, en algunos 
casos, claramente los roles de algunas institu-
ciones como los Servicios Legales Integrales y 
Brigadas de Protección a la Familia.

Al operativizar la ley, ni las organizacio-
nes del Estado ni las de la Sociedad Civil han 
logrado contar con todo el apoyo y los re-
cursos necesarios para poder cumplir con los 
objetivos definidos.

Existe una cantidad de casos que quedan 
inconclusos porque las denunciantes desis-
ten o abandonan sus procesos debido a la 
demora en su tramitación, los costos que in-
cluye y la poca información sobre la ley.

Los plazos establecidos por la ley para la 
atención de casos no se cumplen, sobre todo 
en el ámbito judicial por falta de personal 
asignado para el tratamiento de las causas. 

La inducción a la resolución de casos 
de violencia por Conciliación es alarmante, 
además que al margen de realizar una Con-
ciliación se logra una reconciliación legiti-
mando hechos de violencia prohibidos por 
la propia ley.

Los operadores de la Ley 1674, su Regla-
mento y su relación con el Código de Proce-
dimiento Penal se rehúsan a su aplicación ca-
bal. No existe capacitación, sensibilización ni 
concientización en los operadores de justicia 
y operadores de servicios: Ministerio Público, 
Policía, Salud, SLIM, Brigadas, etc. sobre la 
problemática familiar  y la adecuada identifi-
cación de la víctima en su contexto, 

Teniendo la ley un carácter general su al-
cance no llega a la protección  de las mujeres 
de zonas rurales, donde en la mayoría de las 
comunidades no existen Juzgados, Fiscalías, 
Brigadas, Slim’s, etc.

La ley no incluye la violencia que se ge-
nera en las relaciones de enamoramiento 
y/o noviazgo y la reparación a las víctimas es 
inexistente.

En síntesis, los vacíos o falencias de la ley 
están relacionados con la reglamentación de 
la ley, los mecanismos institucionales y un es-
caso seguimiento por falta de instrumentos 
de monitoreo permanente que no plantean 
un servicio eficiente; por otro lado, el espíri-
tu de la ley es de carácter preventivo y esta 
condición no se ha explotado en toda su po-
tencialidad5. 

5 Apreciaciones extraidas de la entrevista con la responsable de VIF del ex Viceministerio de la Mujer.
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Se debe considerar también la poca o casi 
nula designación de presupuesto económi-
co específico para el tema de violencia in-
trafamiliar por el Estado boliviano y la falta 
de prioridad de esta materia en las agendas 
públicas, lo que incide en servicios de limita-
da cobertura, tanto en términos territoriales 
como de atención. 

Propuestas para la modificación de la
Ley 1674

Desde el año 2003 varias instituciones 
comprometidas con la defensa de los Dere-
chos Humanos, especialmente de las mujeres, 
a la cabeza el Defensor del Pueblo, Coordi-
nadora de la Mujer y ex Vice Ministerio de la 
Mujer  han realizado talleres y mesas de tra-
bajo con el objetivo de tener una propuesta 
para la modificación a la Ley 1674. 

Se ha  recogido la experiencia de traba-
jo tanto de operadores de justicia como de 
servicios entre ellos Jueces, Policía, Salud, 
ONG’s, Comunidades, etc.

La propuesta incluye las siguientes modi-
ficaciones:

 
 - En el tema de prevención se incluye 

mayores acciones y procedimientos ten-
dientes a la erradicación de violencia in-
trafamiliar, entre ellos el registro único 
para el relevamiento de información de 
las denuncias y demandas de violencia 
en la familia. 

 - Se plantea la referencia a la particulari-
dad de la atención en casos de violencia 
en la familia a las mujeres.

 - La inclusión de violencia económica y 
patrimonial.

 - El incremento en la sanciones tanto 
económicas como de arresto, su proce-
dimiento y seguimiento.

 - El funcionamiento de la Caja de multas 
y la responsabilidad de su creación.

 - El cambio de Medidas Alternativas a la 
ejecución de la sanción por Medidas 
Complementarias. 

 - El establecimiento de la temporalidad y 
la exigibilidad de las Medidas Cautelares 
y Provisionales.

 - Mejoramiento de criterios en la concilia-
ción.

 - Apelación: Tiempo para la devolución 
del expediente y su cumplimiento.

 - Ministerio Público. Se plantea la creación 
de Fiscalías especializadas en el tema de 
violencia hacia las mujeres.

 - Capítulo Nuevo: referente a las Atribu-
ciones específicas de SNIS, SLIMs, Briga-
das, Proveedores de Salud y ONG’s.

•	 Necesidad	de	una	ley	contra	la	vio-
lencia hacia la mujer y los avances 
realizados por la Mesa Boliviana 
Impulsora

La conveniencia de regular jurídicamente el 
problema de la violencia contra la mujer par-
te de la necesidad de encontrar mecanismos 
de protección a sus derechos fundamentales 
frente a los maltratos, insultos, humillaciones 
y agresiones  que se producen cotidianamen-
te contra ellas a lo largo de su  ciclo vital. 

Aún prevalece  una fuerte tensión  entre 
los viejos valores tradicionales y el derecho 
de las mujeres a vivir una vida libre de vio-
lencia. Tal tensión social queda secundaria-
mente desplegada en la tensión entre una 
política más conservadora que se autodefine 
como de defensa de la familia y del “espacio 
privado” y otra vanguardista en favor de los 
derechos de las mujeres.

Si bien es claro y contundente que la 
Declaración de los Derechos Humanos así  
como otros instrumentos relativos a los mis-
mos representan para la humanidad un gran 
avance, no menos cierto es el hecho de que 
su nacimiento ha estado ligado y centrado 
en la imagen de hombre –varón–, sin tomar 

En el tema de 
prevención se 
incluye mayo-
res acciones y 
procedimientos 
tendientes a la 
erradicación de 
violencia intra-
familiar, entre 
ellos el registro 
único para el 
relevamiento de 
información de 
las denuncias 
y demandas de 
violencia en la 
familia. 
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en cuenta las especificidades del sexo feme-
nino. Lo brevemente expuesto ha dado lugar 
al surgimiento de un conglomerado  de ins-
trumentos internacionales y nacionales que 
de manera específica reconocen el respeto 
a los derechos de las mujeres por cuanto la 
realidad social demuestra la constante discri-
minación a la cual se han visto sujetas des-
de diferentes ámbitos como: político, social, 
económico, laboral, etc.

En el contexto señalado se ha conforma-
do “La mesa boliviana impulsora del ante-
proyecto de ley integral contra la violencia 
hacia la mujer”, la que en la actualidad está 
conformada por varias instituciones entre 
ellas: AMUPEI, Coordinadora de la  Mujer, 
Plataforma de Mujeres, Fundación La Paz, 
Centro de Promoción de la Mujer Gregoria 
Apaza,  Plan Internacional, CEPROSI, Policía 
Nacional (Departamento de Género), Minis-
terio de Salud, Solidaridad Bolivia,  Defensor 
del Pueblo y otras.

Esta mesa realizó un diagnóstico de la si-
tuación de las mujeres que viven violencia en 
Bolivia y elaboró un documento titulado “Jus-
tificación de motivos para la elaboración de 
una ley integral contra la violencia hacia las 
mujeres” en el que se plantea lo siguiente:

La violencia contra las mujeres constitu-
ye una manifestación de la desigualdad de 
género; es un mecanismo de sometimiento 
que se denomina violencia simbólica en un 
sistema de dominación como el patriarcado, 
en el que las diferencias biológicas son las 
que explican la desigual posición y acceso a 
los recursos de hombres y mujeres. La vio-
lencia contra las mujeres tiene en el sistema 
patriarcal la función de convertirse en instru-
mento de dominación y control que perpe-
túa el mantenimiento del poder masculino y 
la reproducción del sometimiento femenino, 

siendo el control de la sexualidad femenina 
un elemento muy relevante en el ejercicio de 
esta violencia 6. 

El reconocimiento del fenómeno de la 
violencia contra las mujeres como un proble-
ma social (de “género”) junto con las dis-
tintas formas en las que puede manifestarse 
esta violencia (en tanto que se nutre de la 
violencia simbólica antes mencionada), no 
puede considerarse sólo como violencia físi-
ca o confundirse estrictamente con la violen-
cia doméstica. De hecho, la violencia hacia 
las mujeres puede manifestarse de distintas 
maneras: física, sexual, psicológica y patri-
monial produciéndose tanto en el ámbito de 
lo público como de lo privado7.

En Bolivia la violencia de género, es una 
expresión más de “un Estado Patriarcal: que 
establece un sistema de relaciones de poder 
desde el cual se  discrimina, subordina y ex-
cluye a las mujeres. Situación que se expresa 
principalmente en  que las mujeres tenemos 
las más altas tasas de mortalidad, menor 
acceso a la educación,  mayores índices de 
violencia, menores oportunidades de acceso 
al trabajo y la producción,  menor salario por 
el mismo tipo de trabajo, menor acceso a los 
servicios básicos, la vivienda, la salud y la se-
guridad social, menor acceso a la tierra, así 
como menor acceso a la  participación en los 
espacios de decisión”8. 

De este reconocimiento, deriva la necesi-
dad de diseñar una ley Integral que proteja a 
todas las mujeres de cualquier forma de vio-
lencia que se ejerza en contra de su huma-
nidad.  Este es un problema de Estado y hay 
que abordarlo con políticas de Estado desde 
todos los ámbitos. Cada medida de forma 
individual nunca tendrá su efecto, por lo 
que es necesario una Ley integral, que abar-
que todos los ámbitos de agresión hacia las 

6 Balance de resultados de la aplicación de la Ley orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección integral contra la violencia 
de género. Avance  - Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales –Secretaría general de Políticas de Igualdad – España  Dic. 2006.

7 Idem 1.
8 Movimiento de Mujeres presentes en la Historia. Argumentación de las propuestas de las mujeres hacia la Asamblea Constituyente. Princi-

pios Políticos de las propuestas de las  mujeres. Documento de Trabajo N° 1. 
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mujeres. Con esta Ley Integral, las víctimas 
tendrán atención social, legal, psicológica  
y de protección. Los maltratadores tendrán 
enfrente todo el rigor de la Ley y la sanción 
de la comunidad boliviana9.

Ámbitos de aplicación de la Ley Integral

Los ámbitos de aplicación de la Ley Inte-
gral contra la Violencia hacia la Mujer son: 

En el ámbito familiar actúa contra la dis-
criminación, las situaciones de desigualdad 
y las relaciones abusivas de poder u omisión 
intencional, para dominar, someter, contro-
lar o agredir de manera física, verbal, psi-
cológica, patrimonial, económica y sexual a 
las mujeres. Este ejercicio abusivo de poder 
lo ejercen los hombres sobre las mujeres, 
cuando tienen o hayan tenido relación de 
parentesco, por consanguinidad o afinidad, 
de matrimonio, concubinato, mantengan o 
hayan mantenido una relación de hecho. 

En el sistema educativo, se aplican a aque-
llas conductas que dañan la autoestima de 
las estudiantes con actos de discriminación 
por razón de género que inflingen maestros 
y maestras y otras autoridades del sistema 
educativo.

Dentro del ámbito educativo, también se 
considera violencia el acoso y/u hostigamien-
to sexual a las mujeres. Esta forma de violen-
cia conlleva a la víctima  a un estado de in-
defensión y de riesgo, independientemente  
de que se realice en una o varias ocasiones. 
Se expresa en conductas verbales, físicas o 
ambas, relacionadas con la sexualidad.

En el campo laboral, se considera como 
violencia, la negativa ilegítima a contratar 
mujeres, a no respetar su derecho a un igual 
salario por igual trabajo, a no respetar las 
condiciones generales de trabajo reconoci-
das por ley, a la descalificación del trabajo 

realizado, a las amenazas, a la intimidación, 
a las humillaciones, a la explotación y acce-
so restringido o inoportuno a la informa-
ción. 

En este campo se comprende el hostiga-
miento y acoso sexual, tanto en el ámbito  
público como en el privado. 

En los medios de comunicación y publi-
cidad, la violencia comprende la difusión de 
publicidad e información que atenta contra 
los derechos humanos, la libertad y la digni-
dad de las mujeres y que favorece situacio-
nes de desigualdad.

En el sistema de salud, comprende  los 
actos de desvalorización, discriminación, hu-
millación, malos tratos, invisibilización de la 
violencia, falta de contrarreferencia o regis-
tro de casos de violencia, así como la falta 
de respeto a valores, usos y costumbres de 
las mujeres que limitan el acceso y disfrute 
de los servicios de salud. Se aplica a actos u 
omisiones realizados por autoridades y ope-
radores del sistema de salud en los tres nive-
les de acción estatal.  

En la gestión pública, comprende todos 
los actos u omisiones de los servidores públi-
cos de los tres poderes del Estado y en los tres 
niveles de acción estatal: nacional, departa-
mental y municipal, que discriminen y ten-
gan como fin dilatar, obstaculizar o impedir 
el goce y ejercicio de los derechos humanos 
de las mujeres así como su acceso al disfrute 
de servicios públicos destinados a prevenir, 
atender, investigar, sancionar y erradicar los 
diferentes tipos de violencia.

En la comunidad, comprende los actos 
individuales o colectivos que transgreden 
derechos fundamentales de las mujeres y 
propician su denigración, discriminación, 
marginación o exclusión del ámbito público 
o privado10.

A la fecha la Mesa Impulsora del antepro-
yecto de ley pretende presentar la misma a la 

Este ejercicio 
abusivo de po-
der lo ejercen 
los hombres 
sobre las mu-
jeres, cuando 
tienen o hayan 
tenido relación 
de parentesco, 
por consanguini-
dad o afinidad, 
de matrimonio, 
concubinato, 
mantengan o ha-
yan mantenido 
una relación de 
hecho. 

9 Documento de Justificación de la Ley Integral contra la violencia hacia las mujeres.
10 Documento de Justificación de la Ley Integral contra la violencia hacia las mujeres



39

población a inicios del 2008 para posterior-
mente llevarla al parlamento y luchar por su 
aprobación.

Conclusiones

Sin duda, el Estado boliviano ha realizado 
diversas acciones para mejorar la calidad de 
vida de la mujer, pero estos esfuerzos no han 
sido suficientes ni han logrado los resultados 
que se esperaban.

En la práctica y en el discurso, esta dimen-
sión política del hecho de la violencia con-
tra las mujeres, ha perdido vigor, siendo que 
solamente surge de organizaciones no gu-
bernamentales y de la población civil reflejar 
mediante estadísticas y realidades sociales la 
situación de las mujeres en cuanto a la vio-
lencia y discriminación.

El balance de la institucionalización de la 
agenda de mujeres en políticas públicas, en 
la actualidad están marcadas por dos gran-
des características: por su precaria asignación 
presupuestaria y por su situación de margi-
nalidad  en la ubicación institucional. 

Con el actual Gobierno el Vice ministerio 
de la Mujer ya no existe y se tiene un Vice 
ministerio de género y asuntos generaciona-
les dependiente del Ministerio de Justicia, lo 
que ha generado un retroceso en el acceso a 
los espacios de poder por las mujeres, lo que 
tiene como efecto negativo que la proble-
mática de la mujer ha sido desplazada  como 
problemas no prioritarios en las agendas gu-
bernamentales.

A invitación del Estado boliviano la Comi-
sión  Interamericana de Derechos Humanos, 
realizó una visita a Bolivia in loco, entre el 
12 y 17 de noviembre de 2006 con la finali-
dad de observar la situación de los Derechos 

Humanos. En este sentido existen recomen-
daciones que el Estado debe cumplir, entre 
las más importantes en cuanto al tema que 
nos ocupa podemos señalar: 

“Sobre la situación de las mujeres, se reali-
zaron recomendaciones dirigidas a implemen-
tar la legislación nacional y las políticas pú-
blicas existentes para proteger a las mujeres 
contra la violencia y la discriminación; diseñar 
una política estatal integrada y coordinada 
para que las víctimas de la violencia tengan ac-
ceso a la protección judicial; difundir median-
te campañas el deber de respetar los derechos 
de las mujeres en todos los ámbitos; capacitar 
a los empleados públicos para abordar de ma-
nera integral el derecho de las mujeres a vivir 
libres de violencia y discriminación; asegurar 
el cumplimiento del marco legal relacionado 
con la participación de las mujeres en la fun-
ción pública; crear y mejorar los sistemas de 
registro de información sobre violencia contra 
la mujer, fortalecer la capacidad institucional 
de las instancias correspondientes para com-
batir el patrón de impunidad frente a dichos 
casos; y garantizar el trato adecuado a las víc-
timas por parte de los funcionarios encarga-
dos de las investigaciones”11.  

Ya con una mirada de futuro no debemos 
dejar de lado que el año 2000 las Naciones 
Unidas ya habían realizado la recomendación 
al Estado boliviano de realizar la implemen-
tación de políticas que conduzcan a la capa-
citación y sensibilización de todos los opera-
dores que intervienen en la problemática de 
violencia hacia las mujeres. Hoy a siete años 
vemos que estamos con el mismo problema, 
las mujeres a diario son revictimizadas al con-
currir a instancias para pedir protección frente 
a un derecho vulnerado, lo que refleja la poca 
voluntad de parte de los administradores del 
Estado.

11 “Acceso a la justicia e inclusión social”. El camino hacia el fortalecimiento de la democracia en Bolivia. Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos, párrafo 40.



La violencia contra las mujeres, reconocida desde 1993, 
como una violación a los derechos humanos, en la II 
Conferencia mundial de Derechos Humanos celebrada 
en Viena, continúa siendo un grave problema en nues-
tra realidad latinoamericana. A pesar de los importan-
tes logros en materia normativa legal, tenemos  graves 
falencias para su operatividad y efectividad. CLADEM-
Perú, Coordinadora de la Mujer de Bolivia. Aspem y De-
mus nos muestran en esta separata una importante re-
flexión acompañada de propuestas sobre tan compleja 
temática, desde el pensamiento de importantes activis-
tas – académicas de los derechos humanos.


